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capítulo

En 2008, el colapso de la financiera Lehman Brothers supuso el catalizador de lo que se convirtió en 
la crisis económica y financiera mundial. Sin embargo, el debacle total de sistema fue evitado gracias 
a la intervención de los gobiernos de todo el mundo, que movilizaron sus recursos y rescataron al 

sector bancario y financiero. No se puede exponer un caso más evidente del valor del gasto público.
Lamentablemente, esto no constituyó un punto de inflexión como algunos esperaban. Numerosos go-

biernos nacionales e instituciones internacionales entre ellos, el Fondo Monetario Internacional y la Comisión 
Europea, decidieron que el gasto público no era parte de la solución sino que constituía parte del problema. 
La austeridad pasó a estar a la orden del día, con la imposición de profundos recortes, y siguió imponiéndose 
en muchos servicios públicos de todo el mundo.  

El resultado han sido años de recesión y el aumento del desempleo. Y, vuelta a la rutina, como si no hu-
biera pasado nada. La desregulación que contribuyó a agravar la crisis financiera está de nuevo a la orden 
del día y ahora se ceba sobre el sector público y las diferentes legislaciones e instituciones que aportan pro-
tección a los trabajadores y sus sindicatos. Se ha olvidado la función del sector público a la hora de contener 
la crisis y se han reanudado los ataques sobre el gasto público y los trabajadores del sector público.  

Por lo tanto, se hace imprescindible la defensa de por qué necesitamos el gasto público.
En 2009, la ISP encargó la primera versión del informe a David Hall, de la Unidad de Investigación de la 

Internacional de Servicios Públicos (PSIRU). La FSESP y la ISP se han unido para financiar la presente versión 
revisada y actualizada que creemos aportará a nuestras organizaciones afiliadas de todo el mundo hechos, 
cifras y argumentos valiosos para la defensa del gasto público, los servicios públicos y los trabajadores del 
sector público. 

Rosa Pavanelli
Secretaria general 
de la ISP 

Carola Fischbach-Pyttel   
Secretaria general 
de la FSESP  

Jan Willem Goudriaan
Secretario general adjunto
 de la FSESP 
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Introducción 

El objetivo de este informe es explicar por qué el gasto público, concretamente en servicios públicos, 
es vital en términos económicos y sociales y no una obligación económica. Durante más de cien años, 
parte del crecimiento económico se ha destinado a elevar el gasto público, que sustenta a más de la 

mitad del empleo formal del mundo, gran parte en el sector privado, y da servicios como la asistencia sani-
taria y bienes públicos como la energía renovable de manera más eficiente y eficaz que el sector privado. El 
gasto público es una forma importante de generar una mayor igualdad, no solo a través de los beneficios 
sino también de los servicios públicos. 

El objetivo es demostrar además que el gasto extra se puede financiar fácilmente en todos los países me-
diante la tributación sobre los ricos, erradicando la evasión fiscal, y mediante los impuestos sobre los bienes 
inmuebles. El déficit público es mucho más eficiente que las colaboraciones público-privadas (Public Private 
Partnerships – PPP por sus siglas en inglés) o las privatizaciones.

En muchos países se están aplicando políticas de austeridad. El gasto y los déficits públicos se identifican 
como principales problemas económicos. Pero los déficits públicos son el resultado de la crisis, no su causa. 
La austeridad pone en riesgo las previsiones de crecimiento económico, en vez de mejorarlas. Se aplica como 
una forma de reducir el papel de los servicios públicos, el empleo público y el gasto público (ver sección 1). 

Lejos de ser una carga para la economía, el gasto público ha tenido un efecto positivo constante durante 
más de un siglo. Esta relación positiva funciona en los países en desarrollo al igual que en los países de ingre-
sos altos. El gasto público contribuye al crecimiento económico a través de la inversión en infraestructuras, 
mediante el sustento de una población activa formada y saludable, y la redistribución de los ingresos que 
aumentan la capacidad de gasto de los consumidores más pobres, ofreciendo seguridad contra los riesgos, 

Introducción 

como la ayuda directa a la industria, 
incluso a través de la innovación, y au-
mentando la eficiencia al asumir estas 
funciones (ver punto 2).

El gasto público contribuye al em-
pleo, tanto en los países en desarrollo 
como en los de ingresos altos, a través 
de: el empleo directo de los trabaja-
dores del servicio público; el empleo 
indirecto de los trabajadores, los con-
tratistas que prestan bienes y servicios 
subcontratados; el empleo de traba-
jadores en proyectos de infraestruc-
turas; la demanda extra y los puestos 
laborales procedentes del gasto de los 
salarios y también de los receptores de 
los beneficios de la seguridad social, el 
efecto multiplicador (ver sección 3 ). 

El resultado de la combinación de 
estos mecanismos es el mantenimiento 
de la mitad de los trabajos formales del 
mundo; las subvenciones para sustentar el empleo en las empresas privadas, o la aportación de garantías de 
empleo; empleos formales en condiciones salariales y laborales decentes; y la contratación pública, que es 
utilizada para exigir «salarios justos» a los contratistas privados, reducir la discriminación de género y étnica, 
y fortalecer el empleo formal de los trabajadores locales.

El fin del gasto público y los servicios públicos es lograr objetivos públicos. Entre estos objetivos figura, 
por ejemplo, garantizar la educación universal y el acceso universal a la atención sanitaria; objetivos de 
carácter medioambiental como son la reducción de las emisiones de gas de efecto invernadero y la gestión 
de los residuos; y de naturaleza económica, como el pleno empleo. En una amplia variedad de áreas, estos 
objetivos se logran de manera más efectiva y eficaz a través del gasto público y los servicios públicos. Se 
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han analizado tres ámbitos políticos donde el gasto público y los servicios públicos son claves: la atención 
sanitaria, la vivienda, y el cambio climático (ver sección 4).

El aumento de los beneficios a costa de los ingresos procedentes de los salarios y el incremento de los in-
gresos de los hogares más ricos han generado grandes desigualdades que se están acentuando, con efectos 
económicos y sociales perjudiciales. El gasto público y los servicios públicos son, junto a los sindicatos, los 
motores más potentes de una mayor igualdad. El gasto público redistribuye los ingresos de dinero a través 
de los beneficios de la seguridad social, aunque los servicios públicos son los que realizan una contribución 
aún mayor a la igualdad. El valor de los servicios públicos se distribuye de manera igualitaria y, en las eco-
nomías más avanzas, que son miembros de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos 
(OCDE), esto equivale a un 76 % extra de los ingresos en efectivo disponibles del 20 % más pobre de la 
población. 

En Latinoamérica, los servicios públicos tienen el mismo efecto, con una repercusión mayor sobre la 
igualdad que los beneficios de la seguridad social. También, en los países asiáticos los beneficios de la aten-
ción sanitaria y la educación públicas son mecanismos potentes para la igualdad. Las infraestructuras de 
electricidad, agua y otros servicios no solo aumentan el acceso para todos, sino también las oportunidades 
de empleo, especialmente para las mujeres. Y, al emplear a más personas en mejores condiciones salariales 
y laborales, los servicios públicos mejoran además la igualdad de ingresos (ver sección 5).

Los ingresos del Estado se componen de diferentes tipos de impuestos y de ingresos de otro origen. Los 
países con un (PIB) mayor tienen niveles impositivos más elevados, así que un nivel creciente de fiscalidad 
constituye una parte clave del desarrollo económico. La cuantía total tiene que ser suficiente como para 
pagar el gasto en servicios públicos y seguridad social, y la presión fiscal debe ser distribuida de manera 
equitativa. 

Sin embargo, las políticas neoliberales, que abogan por un mayor papel del mercado y el retroceso del 
Estado, han intentado reducir la fiscalidad y cambiado la presión fiscal sobre los ricos y los beneficios de las 
sociedades hacia las personas corrientes. Todos los países podrían aumentar sus ingresos de manera sus-
tancial con solo incrementar los impuestos sobre los ingresos altos, los bienes inmuebles y los beneficios de 
las sociedades. Ello exige actuar a fin de fortalecer los sistemas de recaudación fiscal y poder solucionar la 
evasión de impuestos y los paraísos fiscales (ver sección 6).

Los defensores de los programas de 
austeridad alegan que la deuda del Estado 
perjudica el crecimiento económico, pero 
no hay evidencias que lo avalen. Un docu-
mento de la Universidad de Harvard que 
aboga haber encontrado una relación ha 
sido desacreditado. El empréstito del Esta-
do es un instrumento clave para impulsar 
la actividad económica, mucho más barato 
que el préstamo de las empresas privadas, 
donde hay que pagar tipos de interés mu-
cho más elevados. Las privatizaciones y las 
colaboraciones  público-privadas no son 
necesarias, son costosas y constituyen una 
forma perjudicial de recaudar dinero (ver 
sección 7).

El cambio de las políticas actuales de-
penderá de la actividad política. Los meca-
nismos del mercado no aportan el nivel de 
servicios públicos necesarios para los paí-
ses. Las decisiones que impulsan el avance 
del gasto público o la imposición de la aus-
teridad son el resultado de procesos polí-
ticos a nivel nacional e internacional (ver 
sección 8).
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Crisis y austeridad 

En muchos países se aplican políticas de austeridad. El gasto y los déficits públicos son identificados 
como problemas económicos clave. Pero los déficits del Estado son principalmente el resultado de la 
crisis, no su origen. Las políticas de austeridad perjudican las perspectivas de crecimiento económico, 

en vez de mejorarlas. Se aplican como una forma de reducir el papel de los servicios públicos, el empleo 
público y el gasto público.  

Crisis, recuperación, rescates bancarios y gasto público Desde la crisis financiera de 2008 la 
economía mundial se ha visto sacudida por la recesión como resultado de la especulación insostenible de 
los bancos y las empresas de servicios financieros. La crisis no fue causada de ninguna manera por el gasto 
público. Pero, como respuesta a la crisis y la recesión, el déficit y el gasto públicos aumentaron en todos los 
lugares. La tabla 1.1  muestra los tres motivos del modelo actual de gasto:   

Tabla 1.1 Gasto público como porcentaje del PIB, 2006-2012

Países de ingresos altos (promedio)
Zona Euro 

Reino Unido 
Estados Unidos 

Japón 
Corea 

Países en desarrollo (promedio)
Asia 

Europa Oriental 
Latinoamérica 

Medio Oriente y Norte de África 

2006 
38.6
46.6
40.1
34.6
34.5
21.5
26.9
20.8

35
29.5
34.7

2007
38.7

46
39.8
35.5
33.3
21.9
27.4

21
35.7
30.4
33.7

2008
40.6
47.2
42.4
38.1
35.7
22.4
28.6
22.3
36.9
31.8
34.6

2009
44.6
51.2
46.8
42.8

40
23

30.1
23.9
41.1
33.2
33.6

2010
43.3

51
46.1
41.1
38.9

21
29.6
23.3

39
34.3
32.8

2011
42.7
49.5
44.7
40.2
40.8
21.4
29.3
23.9

37
34

32.7

2012
42.1

50
44.8
38.8
41.3
21.4
29.9
24.8
37.6
34.7
33.8

Fuente: FMI, 2013.

· Los déficits públicos aumentan auto-
máticamente en periodo de recesión debi-
do a la caída de los impuestos y el aumen-
to del gasto en beneficios. Combinados, 
se protege en parte a las personas del 
descenso de sus ingresos y actúan como 
un estímulo económico que en parte com-
pensa los efectos de la recesión.  

· En segundo lugar, en 2009, se pro-
dujo una expansión deliberadamente 
coordinada del préstamo de los Estados 
en la mayoría de países con el que se lo-
gró inyectar un importante estímulo a la 
economía mundial debido en gran parte 
al incremento del gasto público.

· En tercer lugar, a través de las masi-
vas deudas asumidas por algunos gobier-
nos de países del norte para rescatar a los 

bancos. Esto supuso inyectar capital mediante la compra de participaciones y la concesión a los bancos de 
préstamos del Estado, así como garantías generales estatales para los préstamos y depósitos bancarios, y la 
provisión de una mayor liquidez. El FMI lo describe como «una transferencia del riesgo del sector privado al 
público sin parangón». (FMI, 2008). 
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Austeridad, perjuicio social y crecimiento económico En los países donde se ha impuesto una 
mayor austeridad, son más las familias que no pueden acceder a la comida, la tasa de desempleo es más 
elevada, hay más desigualdades, pobreza e, incluso, las tasas de fertilidad son más bajas. El gráfico muestra 
cómo el desempleo ha aumentado unas siete veces más rápido en los países que han introducido medidas 
de austeridad, y que aparecen como «países con grandes esfuerzos de consolidación recientes», en compa-
ración con los que han aplicado «bajos» niveles de austeridad (OCDE 2014A). 

«Nacionalizar para salvar el libre mercado»
En Octubre de 2008, los gobiernos de todo el mundo estaban nacionalizando los bancos con el fin 

de evitar el colapso financiero. El Financial Times, un periódico económico líder mundial, garantizaba de 
nuevo a sus lectores que esto no significaba que los bancos irían a formar parte del sector público: « 
¿Este rescate significa el fin del capitalismo privado? Por supuesto que no. Los líderes políticos no están 
vapuleando al capitalismo a favor de la autoridad más benevolente del Estado. Están utilizando al Estado 
para combatir al enemigo más peligroso de la historia del mercado: la depresión generalizada. Y están 
en lo cierto al hacerlo». (Financial Times, 2008).

El rescate a los bancos asciende a un total de 1,9 billones de dólares (1,38 billones de euros), sin tener 
en cuenta los costes a más largo plazo. Esta cifra equivale al importe total de todas las privatizaciones 
que se han realizado en todo el mundo en los últimos 30 años por un valor de 1,8 billones de dólares 
(1,3 billones de euros). Por lo tanto, el sector público ha inyectado más capital en el sector privado en 
un año que lo que ha pagado el sector privado por las empresas estatales en los últimos 30 años. La 
diferencia es que el sector público ahora es propietario de la inútil carga de fracasos bancarios, mientras 
que el sector privado es dueño de numerosos servicios públicos con beneficios y empresas de servicios.1

1 El Barómetro de la privatización (PB) 2008, realiza una valoración similar del impacto relativo del apoyo al sector financiero y del 
total acumulado de las privatizaciones: «los gobiernos de todo el mundo adquirieron más activos del sector privado [en 2008], 
que probablemente excedan el 1,5 billones de dólares en préstamos y valores de los bancos, de lo que enajenaron… Esta cifra 
es impresionante, especialmente si se tiene en cuenta que los ingresos mundiales generados por las privatizaciones a partir de 
1977 hasta la fecha son de la misma cantidad».

Los defensores de las políticas de austeridad reivindican públicamente que reestablecerán el crecimiento 
económico y, como consecuencia, aumentará el empleo también. Sin embargo, las evidencias empíricas, 
tanto de las políticas actuales en Europa como de las experiencias previas en los países en desarrollo, mues-

Gráfico 1.1: Efectos de las políticas de austeridad y la recesión sobre las tasas de desempleo 

Fuente: OCDE, 2014A. 
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Gráfico 1.2: Austeridad y crecimiento 2009-2011 

Fuente : Krugman 2012

Las experiencias anteriores ya habían demostrado que la austeridad perjudica más que contribuye al 
crecimiento económico: 

· Una investigación del Fondo Monetario Internacional (FMI) publicada en agosto de 2012 confirmaba 
que la reducción de los déficits públicos es más que probable que perjudique al crecimiento, especialmente 
en periodo de recesión, concluyendo que, «la eliminación con demasiada rapidez de los estímulos fiscales en 
las economías donde la producción ya se está contrayendo puede prolongar la recesión sin generar el ahorro 
fiscal esperado…». También reveló que cualquier «efecto de confianza» nunca parece haber sido lo sufi-
cientemente sólido como para hacer expansionistas las consolidaciones, así que la supuesta compensación 
derivada del restablecimiento de la confianza en el mercado nunca compensa por el perjuicio (FMI, 2012A).

· En la edición de las Perspectivas de la Economía Mundial de octubre de 2012, el FMI informó de que 
todas las previsiones de crecimiento económico tras la austeridad han sido sistemáticamente sobreestimadas 
en gran medida y que la relación entre las previsiones y el resultado actual es «negativa, grande e importan-
te» (FMI, 2012B).

· Un análisis de UNCTAD, la Comisión de las Naciones Unidas para el Comercio y el Desarrollo, reveló tam-
bién que en casi todos los casos los resultados en términos de crecimiento del PIB eran peores que las previ-
siones del FMI, y concluyó que: «este récord de programas de ajustes fallidos promovidos por el FMI apunta 
a que se basan en una interpretación macroeconómica fundamental desafortunada» (UNCTAD, 2011).

· Los programas del FMI y las políticas económicas de la Unión Europea requieren también cambios en la 
gobernanza y regulación económicas para que la actividad empresarial esté menos limitada por regulaciones 
de cualquier naturaleza, incluyendo las condiciones laborales y la regulación del sector financiero. Pero estas 
políticas favorables no solo son inútiles sino que ciertamente perjudican. Un informe del FMI reveló que, «los 
países con las mejores clasificaciones en cuanto al marco regulador del sector público, así como los países 
con una desregulación financiera de mayor alcance, han sido los más golpeados económicamente por la 
crisis»; y un informe de la OCDE descubrió también que «los indicadores de calidad de las regulaciones del 
sector público, que representan a una economía «en sintonía con el mercado», se asocian de manera nega-
tiva al crecimiento económico» (FMI, 2011A).

Los objetivos de la austeridad  Las políticas de austeridad tienen otros objetivos destacados que no 
están relacionados con el crecimiento. Sus principales objetivos son: 

· Revertir la tendencia ascendente a largo plazo del gasto público (ver sección 2); 
· Recortar el crecimiento del gasto público en pensiones y atención sanitaria previstos debido al envejeci-

miento demográfico en muchos países; y 
· Reducir el empleo en el sector público. 
Los gobiernos de derechas, las obligaciones fiscales de la unión económica y monetaria de la UE, y la 

presión constante del FMI y el Banco Mundial lograron en gran parte desacelerar o revertir el crecimiento del 

tran que la austeridad no conduce al crecimiento sino que lo destruye. El gráfico siguiente muestra que a 
mayor austeridad, medida en términos de reducción del déficit estatal, mayor es la caída del PIB.  
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gasto público en 2007, pero la crisis y las políticas deflacionistas de 2009 hicieron que los niveles aumenta-
ran de nuevo por encima del 50 % en 2010, como se puede ver en el siguiente gráfico. 

Gráfico 1.3: Gasto público como porcentaje del PIB, UE-27, 1995-2012

Fuente: Eurostat.

fico siguiente muestra 
las previsiones del FMI 
de que solo el gasto 
en asistencia sanita-
ria podría aumentar el 
equivalente al 3,5 % 
del PIB para 2030, y el 
gasto en pensiones en 
un 1 % del PIB. El FMI 
propuso una estrategia 
general de austeridad 
con el único objetivo de 
contener el crecimiento 
futuro del gasto públi-
co (FMI, 2010A).

Como consecuen-
cia, en 2009 muchos 
gobiernos ya habían 
adoptado políticas 
para reducir el nivel 
y los derechos de las 
pensiones en términos 
generales y para los 
empleados públicos en 
particular, a pesar de 

Pero, incluso, desde la década de los noventa, antes de la crisis, el FMI, la OCDE, la UE y muchos go-
biernos nacionales vienen reivindicando la necesidad de grandes recortes en el gasto público, debido a que 
las poblaciones envejecidas requieren un gasto más elevado en atención sanitaria y pensiones. El primer 
informe de la Comisión Europea sobre este tema de 1999, identificó el problema de manera simple: «El 
envejecimiento de la población se prevé que derive en aumentos sustanciales del gasto público asociado al 
envejecimiento… Es importante señalar el alcance de la misión a la que se enfrentan los gobiernos en rela-
ción con el control del gasto en sanidad y pensiones en los próximos 50 años» (McMorrow y Roeger, 1999).

El cambio demográfico fue uno de los factores que utilizó el FMI para justificar el abandono de las po-
líticas de estímulo keynesianas de 2009 a favor de políticas mundiales de austeridad a largo plazo. El grá-
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co y como un mecanismo para rebajar los salarios en general a niveles más «competitivos». El planteamiento 
en torno a la escala salarial de sector público se basa en el argumento de que el sector público no está sujeto 
a la disciplina del mercado, especialmente durante la recesión, y por lo tanto puede provocar un aumento 
general de los niveles salariales que puede hacer que la economía no sea competitiva.  

Pero las evidencias no apoyan esta realidad: un informe del Banco Central Europeo sobre el tema reveló 
que, «la evolución salarial pública y privada no divergen, incluso a corto plazo, de manera significativa. Tam-
bién en ambos sectores los salarios comparten una tendencia común a largo plazo» (BCE 2010). Para una 
información más detallada, se puede consultar el informe de PSIRU sobre el nivel sectorial del sector público 
(PSIRU, 2011).

Gráfico 1.4: Temor ante el gasto público futuro 

Fuente: FMI, 2010A.

encontrarse con una fuerte resistencia. 
Ahora la gente tiene que trabajar más 
tiempo, jubilarse más tarde y percibir 
pensiones más bajas. El gasto público 
en asistencia sanitaria pública en Euro-
pa ha comenzado también a caer por 
primera vez en muchos años, del 9,2 
% del PIB en 2009 al 9,0 % en 2010: 
exactamente lo que las instituciones 
internacionales esperaban que pasara. 
Algunos de los recortes más importan-
tes se registraron en Irlanda y Grecia 
(OCDE, 2012). 

Los programas de austeridad se cen-
tran en los empleados del servicio pú-
blico en particular, en el número que 
representan, los salarios y las pensio-
nes. Este es un componente también 
de las tradicionales políticas de austeri-
dad del FMI, entendido como una for-
ma de reducir el papel del sector públi-

Otras lecturas  
Las principales fuentes de datos sobre los avances económicos internacionales y el gasto público 

continúan siendo: El Fondo Monetario Internacional (FMI) y la Organización para la Cooperación y De-
sarrollo Económicos (OCDE). Se puede acceder a los datos relativos al FMI a través de las Perspectivas de 
la Economía Mundial (http://www.FMI.org/external/ns/cs.aspx?id=29); mientras que la OCDE publica 
informes anuales y cifras sobre las finanzas de los Estados y el gasto social y en salud de los países de 
ingresos altos (http://www.OCDE-ilibrary.org/economics/OCDE-at-a-glance-publications_aag_pkg-en).

La Fundación Bretton Woods http://www.brettonwoodsproject.org/index.shtm publica numerosos 
informes críticos sobre las políticas de austeridad del FMI, el Banco Mundial y otros países en vías en 
desarrollo.

El grupo EuroMemorandum http://www.euromemo.eu/ publica alternativas cada año propuestas 
económicas para Europa. 

El Centro Internacional de Políticas para el Crecimiento Inclusivo (IPC-IG) del Programa de las Naciones 
Unidas para el Desarrollo (PNUD) con sede en Brasil, publica previsiones progresivas sobre las políticas 
económicas de los países en desarrollo: http://www.ipc-undp.org/. 

Martin Wolf, que colabora en el Financial Times http://www.ft.com/comment/columnists/martin-
wolf  ha sido a menudo muy crítico con las políticas de austeridad. 

Hay varios documentos relevantes de PSIRU. Para ver las referencias: PSIRU 2013A, PSIRU 2012 y 
PSIRU 2011.
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Durante más de un siglo, lejos de ser una carga para la economía, el gasto público ha tenido un 
efecto positivo. Esta relación positiva se ha establecido tanto en los países en desarrollo como en 
los países de ingresos altos. El gasto público contribuye al crecimiento económico a través de la 

inversión en infraestructuras, la asistencia a una población activa educada y saludable y la redistribución de 
los ingresos para aumentar la capacidad de gasto de los consumidores más pobres, aportando seguridad 
contra los riesgos, ofreciendo apoyo directo a la industria, incluso a través de la innovación tecnológica, y 
aumentando la eficiencia al asumir estas funciones.

Gasto público y crecimiento económico  A menudo se debate sobre el gasto público como si 
fuera una carga en una economía de mercado, la cual crecería con mayor rapidez con solo reducirlo. Pero 
la historia económica de los últimos 150 años demuestra exactamente lo contrario: desde mediados del 
siglo XIX, el crecimiento económico ha ido parejo al aumento de la proporción creciente del gasto público. 
El gasto público no solo ha crecido en línea con el PIB, si no más rápido que el PIB – y de esta forma ha 
aumentado como proporción del PIB. 

En el gráfico, que incluye datos de cuatro fuentes diferentes, se puede observar las mismas tendencias. 
La fiscalidad y el gasto de los países de ingresos altos aumentaron a lo largo de todo el siglo XX como pro-
porción del producto interior bruto (PIB), y el nivel máximo se alcanzó durante las dos guerras mundiales 
debido al gasto militar. Esto no es solo una realidad de los países «socialdemócratas» europeos; el mismo 
crecimiento constante se percibe en EE UU y Japón. Y el mismo patrón se puede observar en todos los países 
individualmente, no solo en términos generales. 

Gráfico 2.1: Gasto público como porcentaje del PIB 1870–2012, países de ingresos altos

Fuentes: Tanzi y Schuknecht 2000, Eurostat 2013B, RU 2013, EE UU 2013.
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Desde las décadas de los ochenta y noventa el aumento del gasto público a largo plazo parece haberse 
estabilizado en muchos países. Algunos analistas argumentan que ello se debe a que la ventaja económica 
del gasto público ha llegado a su fin en los países ricos, debido a que la presión fiscal actúa como freno 
económico y reduce los beneficios del gasto público. Pero el mismo modelo de «estabilización» se observa 
en los países en desarrollo y en los que se encuentran en periodo de transición, con niveles mucho más bajos 
de gasto público y fiscalidad. En India, por ejemplo, la introducción de políticas neoliberales en los noventa 
frenó el crecimiento del gasto público hasta la elección del gobierno socialdemócrata en 2004 que derivó en 
un crecimiento renovado del gasto público. Otro dato que explica mejor la estabilidad es que las tendencias 
del gasto público dependen de las decisiones políticas y, desde los ochenta, las políticas neoliberales han 
sido las que han predominado.  

Pero la tendencia cambió rápidamente al alza como resultado de la recesión económica. La crisis forzó a 
un gasto mayor de los beneficios; y las respuestas políticas iniciales orientadas a estimular la recuperación 
a través de un mayor gasto y deudas públicas supusieron que el gasto público pasara en un año de un 3 % 
al 4 % del PIB a nivel mundial. 

Esta relación a «largo plazo» entre el gasto público y el crecimiento, conocida como la «Ley de Wagner»,  
por el economista que primero la identificó durante la década de 1890, ha sido confirmada desde entonces 
por la mayoría de estudios, como: 

· Un análisis de los 23 países de ingresos altos de 1970–2006 que confirmó «la correlación positiva entre 
el gasto público y el PIB per cápita …, [y] una evolución común en los 23 países y la validez generalizada de 
la Ley de Wagner» (Lamartina y Zaghini, 2008); y

· Un estudio de 51 economías en desarrollo elaborado por el personal del Fondo Monetario Internacional 
reveló la existencia de una relación consistente en todos los países, confirmando «la relación a largo plazo 
entre el gasto público y la producción, coherente con la «Ley de Wagner» (Akitoby et al., 2006).

Por lo tanto, el gasto público no supone un obstáculo para el crecimiento económico sino que parece 
ser parte esencial del crecimiento y el desarrollo económicos en todos los países. Al explicar esta relación se 
identifican varias formas en las que el aumento de la proporción del gasto público ayuda a las economías: 

· El gasto público tiene un papel fun-
damental en la inversión en infraestruc-
turas con beneficios para el conjunto de 
la economía, como buenas carreteras, 
vías ferroviarias y suministro de agua y 
electricidad, aunque su aportación no 
beneficie a los inversores privados. En 
todos los países la inversión en infraes-
tructuras ha sido liderada por el sector 
público (Aschauer, 1989);

· El gasto público es una manera más 
eficiente de producir muchos servicios 
y, por ejemplo, aplicado a la asistencia 
sanitaria es mucho más eficiente en 
términos económicos y más efectivo en 
cuanto a los objetivos de salud pública 
que el gasto privado en atención sanita-
ria (Beraldo et al., 2009);

· Una población activa bien formada 
y saludable es más productiva: «…cuan-
do estos programas de redistribución 
se orientan a la salud y la educación y 
contribuyen además a la calidad de la 
fuerza laboral, por lo tanto al potencial 
de crecimiento de la economía» (Gintis 
y Bowles, 1982);

· La redistribución de los ingresos au-
menta la demanda de los consumidores 
al gastar los más pobres una proporción 
mucho mayor de sus ingresos, ya que 
«las políticas de redistribución promo-
vidas por el Estado… propician unos 
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ingresos adicionales a las familias con tendencias marginales relativamente altas a consumir» (Cameron, 
1982);

· Los servicios públicos son un mecanismo eficiente para la seguridad colectiva a largo plazo. En las eco-
nomías industrializadas, un sistema público de apoyo colectivo en situación de enfermedad, desempleo, 
vejez, etc. sustituye el papel que ofrece la cobertura familiar en las sociedades agrícolas. La prestación de 
servicios públicos y seguridad social permite a las personas gastar más en vez de utilizar sus ahorros para 
protegerse; y 

· Existe un beneficio general para la estabilidad económica y social: «Entre los posibles modelos de 
evolución económica coherentes con la opción de un Estado que no incluya el bienestar figuran el caos, el 
estancamiento y el desarrollo de nuevos sistemas económicos que quizá no tengan precedentes» (Gintis y 
Bowles, 1982).

El gráfico siguiente muestra la distribución actual de las funciones del gasto público en los países de la 
OCDE.

Infraestructuras La inversión en electricidad, agua y saneamiento, carreteras, vías ferroviarias y tele-
comunicaciones ha desempeñado un importante papel en el crecimiento de los países de ingresos altos, 

Gráfico 2.2: Funciones del gasto público, países de la OCDE, 2011

Fuente: OCDE, 2013A. 

al igual que ha sido fundamental en los 
países en desarrollo. Por ejemplo, gran 
parte del crecimiento económico y de 
la productividad de EE UU durante su 
«época dorada» a mediados del siglo 
XX se debió al crecimiento del sector de 
infraestructuras de carreteras y energé-
ticas, la gran mayoría financiadas con 
dinero público (Field 2007, Calderon y 
Serven, 2008).

Por el contrario, el gasto público en 
infraestructuras físicas y humanas en La-
tinoamérica durante las décadas de los 
ochenta y noventa, «cayó precipitada-
mente» durante el periodo en el que el 
FMI impuso sus políticas de ajustes es-
tructurales que provocaron la caída del 
crecimiento económico: «… una parte 
importante de la brecha de producción 
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per cápita que se abrió entre Latinoamérica y Asia Oriental en los ochenta y noventa puede percibirse en el 
descenso en la acumulación de infraestructuras de Latinoamérica durante estos años». 

La mayoría de países sudamericanos ya han liquidado deliberadamente sus préstamos con el FMI a fin de 
poder seguir políticas económicas más racionales en las que el gasto público en infraestructuras desempeña 
un papel fundamental. Por ejemplo, Brasil lanzó en 2007 un programa de crecimiento económico de cuatro 
años, (Programa de Aceleração do Crescimento), basado en una inversión pública de 236 mil millones de 
dólares (170 mil millones de euros) en carreteras, electricidad, agua, saneamiento y vivienda (Caldron y Ser-
ven 2004, Jonakin y Stephens 1999, Lora 2007, Gobierno federal de Brasil, 2014).

Por el contrario, en África, el nivel del gasto en infraestructuras sigue siendo inadecuado, exactamente 
por las mismas razones que en anteriores décadas lo fue en Latinoamérica: «El gasto sigue una tendencia 
descendente real en muchos países en parte como resultado de la cifra desproporcionada que el ajuste fiscal 
de los noventa llevó a cabo sobre el gasto en infraestructuras públicas, y refleja además el hecho de que la 
participación del sector privado ha fallado a la hora de responder a las expectativas». 

Un informe de 2010 sobre las inversiones en infraestructuras en África reveló que la contribución del sec-
tor privado era cercana a cero en áreas como el agua, la electricidad y los transportes. Solo se ha producido 
alguna inversión privada en telecomunicaciones: «El sector público sigue siendo la fuente predominante de 
financiación del agua, la energía y los transportes en todos los Estados menos en los precarios». Si África se 
equiparara a los niveles de inversión en infraestructuras de otras regiones del mundo, los índices de creci-
miento aumentarían entre un 1 % y 2 %. (Calderon y Serven 2008, Banco Mundial, 2010).

El principal mecanismo de financiación del desarrollo de infraestructuras en todo el mundo sigue gene-
rándose a través del Estado y el sector público, incluso en sectores técnicamente avanzados como las tele-
comunicaciones. En Europa, los operadores de redes de telecomunicaciones privados se muestran reacios a 
llevar a cabo la inversión suficiente en redes de fibra óptica, que son cruciales para mejorar el uso de Inter-
net, por lo que la UE demanda una mayor financiación pública y reclama a los gobiernos que  «confeccionen 
estrategias operativas para Internet de alta velocidad y orienten la financiación pública, incluidos los fondos 
estructurales, hacia áreas que no han quedado plenamente satisfechas por las inversiones privadas». 

Incluso en EE UU, donde el papel del Estado es relativamente pequeño, el gráfico 2.4 muestra que la gran 
mayoría de inversiones en transportes, educación y medio ambiente son públicas e, incluso, un 35 % de la 
inversión en empresas de servicios públicos pertenece al sector público; y la proporción de la intervención 
pública solo es baja en la atención sanitaria (el único país de ingresos altos donde esto es verdad). (UE 2010, 
CBO, 2009). 

Gráfico 2.3: Cambio en el crecimiento originado por el desarrollo de infraestructuras 

Fuente: Calderon y Serven, 2008.

Cambio en el promedio de crecimiento per cápita entre 1991–1995 y 2001–2005 
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Apoyo a la industria y la innovación  Sectores importantes de los servicios públicos apoyan otras 
actividades económicas del sector privado. Entre estas figura la dotación de un sistema jurídico, tribunales 
y policía, quienes ambos protegen los derechos de propiedad y facilitan vías para el cumplimiento de los 
contratos. La empresa moderna es en sí una entidad legal dependiente de los privilegios que le ha concedi-
do el Estado, incluyendo la «responsabilidad limitada», que permite a las empresas fracasar y declararse en 
bancarrota sin que los individuos que la administran tengan responsabilidad alguna ante los acreedores de 
la empresa. 

Prácticamente, todos los sectores de las economías modernas se asientan sobre el importante respaldo 
económico del Estado. En muchos países adoptan la forma de titularidad pública en algunos sectores, 

Gráfico 2.4: Gasto de capital en infraestructuras de EE UU, 2007

Fuente: CBO, 2009. 

por ejemplo, para el transporte 
público, la electricidad, el agua y, 
ahora, los bancos e instituciones 
financieras. Numerosos sectores 
dependen del gasto público para 
los contratos de bienes y servicios, 
que representa en torno al 16 % 
del PIB de los países de ingresos 
altos e incluye a muchas empre-
sas del sector de producción, 
como los fabricantes de armas o 
las empresas farmacéuticas, las 
cuales dependen principalmente 
de los pedidos del Estado. 

La subcontratación implica que 
las empresas del sector de ser-
vicios compiten también por las 
obras del sector público como, 
por ejemplo, la auditoria, las tec-
nologías de la información, o los 
servicios de limpieza, mientras 
que la industria de la construcción 
se beneficia de las garantías que 
ofrecen los pagos a largo plazo 
del Estado para los contratos de 
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obras públicas, dentro de las colaboraciones público-privadas y los contratos ordinarios. Los gobiernos y los 
bancos de desarrollo prestan dinero a las empresas a unos intereses que no se podrían conseguir en el mer-
cado. Durante la crisis se concedieron garantías implícitas y explícitas a los clientes de los bancos europeos, 
lo único que hace que los bancos sean lugares «seguros» para tener una cuenta.  
 

Innovación producida por el gasto público 
El sector privado reivindica que la innovación de los emprendedores y empresas es el gran impulsor 

de la mejora del rendimiento económico y del nivel de vida. Pero esta innovación, incluso en sectores de 
alta tecnología como el farmacéutico, la informática y las telecomunicaciones se origina junto al sector 
público: 

· 	 Setenta y cinco por ciento de los nuevas medicinas aprobadas en EE UU entre 1993 y 2004 tu-
vieron su origen en investigaciones de institutos y laboratorios de salud nacionales financiados 
públicamente; 

· 	 Los anticuerpos monoclonales, la base de la biotecnología moderna, fueron descubiertos por 
investigadores financiados por el gobierno de Reino Unido;

· 	 La www, internet, los ordenadores en sí, fueron todos desarrollados por y dentro del sector pú-
blico; y la Fundación nacional para la ciencia de EE UU financió el algoritmo que derivó en el motor 
de búsqueda de Google; y 

· 	 Apple recibió una financiación en sus comienzos de Small Business Investment Company, pertene-
ciente al gobierno de EE UU, y utilizó ampliamente la investigación financiada por el Estado para 
el iPhone: «Todas las tecnologías que hacen que el iPhone sea “inteligente” están financiadas 
también por el Estado…, Internet, las redes inalámbricas, el sistema de posicionamiento global, 
la microelectrónica, las pantallas táctiles y el último asistente personal activado por voz, SIRI». 
(Mazzucato 2013, Wolf 2013, Gordon, 2012).

Eficiencia  A menudo se da por asumido que la privatización o las colaboraciones público-privadas resul-
tarán en niveles más altos de eficiencia, debido solo a la participación del sector privado. Pero las pruebas 
empíricas no respaldan la creencia de que exista una diferencia sistemática en cuanto a la eficiencia entre las 
empresas del sector público y privado, ni en los servicios que son objeto de subcontratación, como la gestión 
de residuos, o en sectores privatizados mediante su venta, como las telecomunicaciones (PSIRU 2014C).

Sin embargo, esto no significa que no existan diferencias. Las empresas privatizadas o los contratistas 
cobran de hecho mucho más a los usuarios de servicios; y los costes de transacción de ventas, la reglamen-
tación, las renegociaciones de contratos, 
etc., son siempre mucho más elevados en la 
privatización. Si no existe una diferencia sis-
temática en cuanto a la eficiencia, el valor de 
la utilización del sector público será siempre 
mejor.

El estudio de investigación más compre-
hensivo sobre los efectos de la subcontra-
tación (excluyendo a las colaboraciones pú-
blico-privadas) fue publicado en 2011 por el 
instituto danés AKF, que examinó los estu-
dios relativos a los efectos sobre los costes 
y la calidad de los servicios y el impacto so-
bre los empleados en los sectores del agua, 
gestión de residuos, electricidad, transpor-
tes públicos, educación, asistencia sanitaria, 
atención social, empleo, prisiones y otros 
servicios, concluyendo que «no es posible 
afirmar sin cierta ambigüedad que exista 
una diferencia sistemática en términos de los 
efectos económicos de la subcontratación de 
áreas técnicas y servicios sociales».

Además concluye que, «las consecuen-
cias de la subcontratación de empleados 
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tión de residuos y el agua concluyó que «la producción privada de servicios locales no es sistemáticamente 
menos costosa que la producción pública» (Bel et al., 2008). 

Un informe de doce estudios de 2009 sobre la eficiencia comparativa de los centros penitenciarios públi-
cos y privados reveló que la mitad de los estudios presentaba a las cárceles privadas como más económicas y 
la cuarta parte a las cárceles públicas, mientras que el resto no mostraba diferencia alguna: la media situaba 
a las cárceles privadas un 2,2 % más baratas. En cuanto a la calidad, los resultados de 45 indicadores dife-
rentes se dividían casi por igual entre un rendimiento superior público o privado. Las diferencias presentadas 
en todos los estudios eran tan pequeñas que no justificaban la elección de una u otra. «Los resultados 
apuntan a que los centros penitenciarios de gestión privada no aportan una merma o beneficio claros. 
Los ahorros de costes de las cárceles privatizadas no están garantizados y parecen mínimos. La calidad del 
confinamiento es similar en los sistemas gestionados a instancias públicas o privadas, y las públicas ofrecen 
capacidades sensiblemente mejores y tienen menos quejas de los reclusos» (Lundahl et al., 2009). 

Una revisión mundial sobre el agua, la electricidad, el ferrocarril y las telecomunicaciones del Banco Mun-
dial en 2005 concluyó que «probablemente, la lección más importante sea que las pruebas econométricas 
sobre la relevancia de la titularidad sugieren que en general no existe dentro de este sector una diferencia 
estadística significativa entre el rendimiento de la eficiencia de los operadores públicos y privados… Para las 
empresas de servicios públicos parece ser que en general la titularidad a menudo no importa tanto como se 
dice algunas veces» (Estache et al., 2005).

Un extenso estudio de 1995 realizado por Pollitt que comparaba una serie de operadores de electricidad 
públicos y privados de todo el mundo no encontró diferencias importantes en términos de eficiencia entre 
los sectores público y privado. Otros estudios relativos a la privatización y liberalización de la electricidad han 
llegado a conclusiones similares (Hall et al., 2009). 

Los estudios de las privatizaciones en Reino Unido han determinado que existen «pocas evidencias de que 
la privatización haya generado una mejora significativa del rendimiento». Un análisis exhaustivo de todas 
las privatizaciones de Reino Unido concluyó: «Estos resultados confirman la conclusión general de estudios 
previos de que… la privatización en sí no tiene una repercusión visible [sobre el rendimiento empresarial]. 
En conclusión, no he sido capaz de encontrar suficientes pruebas macro o microestadísticas de que la pro-
ducción, el empleo, el capital y la TFP [productividad total de los factores] en Reino Unido hayan aumentado 
sustancialmente como consecuencia del cambio de titularidad hacia la privatización, comparándolos con las 
tendencias a largo plazo. Hay excepciones en algunas empresas y durante algún periodo de tiempo pero, en 
general, carece de un impacto significativo sobre la productividad» (Florio, 2004).

Incluso en las telecomunicaciones, un ámbito donde se da por hecho que el sector privado tiene un ren-
dimiento mejor que el que pudiera tener el sector público, un estudio mundial que compara a las empresas 
públicas y privadas reveló que los operadores públicos eran mucho más eficientes, mientras que «las priva-
tizaciones presentan un rendimiento más débil en relación con los sectores públicos… durante un periodo 
de 10 años» (Knayezeva et al., 2013).

están documentadas predominantemen-
te como negativas…, el estrés, el absen-
tismo por enfermedad y el agotamiento 
asociados a los cambios en las condicio-
nes laborales deberían ser deliberada-
mente incluidos a la hora de calcular las 
consecuencias para los empleados» (Pe-
tersen et al., 2012). 

Un informe general del SNS, el centro 
para los negocios y estudios de políticas 
de Suecia, publicado también en 2011, 
concluye que no existen evidencias claras 
de que surja algún tipo de beneficios en 
materia de eficiencia derivados de la pres-
tación privada de servicios de bienestar 
o del aumento de la competencia  (Hart-
man, 2011).

Un análisis de 27 estudios empíricos 
sobre la eficiencia comparativa en la ges-
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Empleo

T anto en los países de ingresos altos como en los países en desarrollo el gasto público apoya el em-
pleo de varias formas:

· El empleo directo de trabajadores del servicio público;
· El empleo indirecto de trabajadores, por contratistas que suministran bienes y servicios subcontratados;
· El empleo de trabajadores en proyectos de infraestructuras; y
· La demanda extra y los puestos laborales adicionales procedentes del gasto de los salarios de estos 

trabajadores y también de los receptores de los beneficios de la seguridad social (el «efecto multiplicador»);
El efecto de esta combinación de mecanismos es apoyar a la mitad de los trabajos formales del mundo. 

El sector público tiene también un impacto sobre el empleo mediante:
· subvenciones para apoyar el empleo en las empresas privadas, o aportando garantías de empleo; 
· proporcionando trabajos formales en condiciones salariales y laborales decentes; y
· la contratación pública que puede exigir a los contratistas privados «salarios justos» para reducir la dis-

criminación por género y étnica, y fortalecer el empleo formal de los trabajadores locales.  

El empleo del sector público En los países más avanzados, que son miembros de la Organización 
para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE), el empleo en la administración general representa-
ba una media del 15 % de todos los empleados en 2008, como se muestra en el gráfico 3.1, aunque existe 
una amplia variación: en 2008, los gobiernos de Noruega y Dinamarca emplearon a cerca del 30 % de la 
fuerza laboral, mientras que el gobierno de Corea del Sur solo a un 5,7 %. Los niveles son más altos cuan-
do se incluye el empleo en empresas públicas, por ejemplo, el 4 % de los trabajadores en Alemania están 
empleados en empresas públicas (OCDE, 2008).

Hay escasez de datos relativos al empleo público en los países en desarrollo. La Organización Internacio-
nal del Trabajo (OIT) calculó que durante la década de los noventa los empleados públicos de los países en 
vías de desarrollo representaban a una media del 23 % del total de los empleados, una cifra sensiblemente 
más elevada que en los países de ingresos altos. Un documento del Fondo Monetario Internacional (FMI) de 
2013 afirma que el empleo del sector público en Europa Oriental, Asia Central, Oriente Medio y Norte de 
África se situaba entre el 21 % y el 22 %, si bien en Asia y Latinoamérica representaba solo el 9 % y  el 11 
% respectivamente (no existen cifras relativas a África subsahariana). Los datos del FMI para Asia reflejan 

Gráfico 3.1: Empleo en la administración central y empresas públicas como porcentaje del total de la fuerza laboral, 2001 y 2011, países de la OCDE

Fuente: OCDE, 2011.
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Empleo

Gráfico 3.2. Empleo del sector público como % del empleo total, países en desarrollo

Fuente: FMI, 2013.

las cifras relativas a los países de Asia y Latinoamérica pertenecientes a la OCDE como son Japón, Corea del 
Sur, México, Chile y Brasil, aunque parece ser que no evalúan el papel del sector público en los países más 
grandes del mundo, como son India y China (OIT, 1999, FMI, 2013B).

Estimaciones mundiales del 
empleo del sector público La si-
guiente tabla muestra las estimaciones 
relativas a la proporción de puestos 
laborales que apoya el gasto público, 
como son los puestos adicionales sus-
tentados por el «efecto multiplicador» 
derivado del gasto de los consumido-
res, y que se basan por cautela en los 
datos de la OCDE y el FMI y apuntan a 
que la administración central represen-
ta en torno al 15 % del empleo total, 
con un 4 % adicional de empleados en 
otras empresas de titularidad estatal.  
El resultado es:

· El gasto público sustenta el 40 % 
de todos los trabajos: el 15 % en forma 
de empleados públicos, pero un 25 % 
más en el sector privado que suministra 
bienes y servicios para el Estado y sus 
empleados; 

· El gasto público y los servicios pú-
blicos sustentan, incluyendo el empleo 
en empresas de servicios públicos, el 
50 % de los trabajos en la economía, 
el doble en el sector privado que en el 
sector público.

MENAP= Oriente Medio, Norte de África, Afganistán y Paquistán;  CCA= Países del 
Caribe y Centroamérica; ADV= Avanzados; CEE= Europa Central y Oriental; 
ALC= América Latina y el Caribe
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Por qué el gasto público es necesario

Sector público y empleo formal El sector público desempeña un papel fundamental en la creación 
de empleo «formal» en los países en desarrollo, esto es, el empleo en condiciones salariales y laborales de-
finidas, con derechos legales y seguridad social. 

En India, en torno al 84 % de los trabajadores pertenecen al sector informal, sin seguridad social o dere-
chos laborales, y la mitad de ellos se clasifican como empleados por cuenta propia, siendo la agricultura el 
sector que mayor número emplea. Los restantes trabajan en el sector formal («organizado»), pero incluso 
aquí la mitad de los trabajadores carecen de derechos formales. El resultado es que solo un ocho por ciento 
de todos los trabajadores de la India disfrutan de una protección legal contra riesgos como son la enferme-
dad, maternidad, discapacidad o vejez. 

El sector público es crucial para la prestación de trabajos de calidad. En 2008, el 64 % de los empleados 
del sector formal eran empleados públicos. Para las mujeres tiene una importancia especial, ya que solo 5,2 
millones tienen la oportunidad de un trabajo de calidad en el sector formal, y más de la mitad de estos tra-
bajos se encuentran en el sector público, mayoritariamente en los servicios comunitarios y sociales. Pero el 
empleo del sector público ha ido poco a poco en descenso desde la década de los noventa como resultado 
de decisiones políticas deliberadamente orientadas a reducir la dimensión del Estado. Entre 1991 y 2008, el 
número de puestos laborales formales del sector público descendió en 14 millones, siendo solo compensado 
por el crecimiento de 21 millones de puestos laborales formales del sector privado (Papola y Sahu 2012, Paul 
et al., 2011). 

¿Dónde espera India que se origine el crecimiento del trabajo formal de calidad? Incluso con unas pers-
pectivas relativas a una tasa de crecimiento anual del PIB de entre el 9 % y el 10 %, el gobierno solo espera 
un crecimiento del 8 % en los ámbitos de educación, sanidad y otros servicios sociales, lo que supone un 
descenso relativo. 

En Brasil se puede observar un patrón similar. Aunque la OCDE informa de que el empleo del sector pú-
blico en Brasil solo supone el 10 % del empleo total, representa una proporción mucho mayor del empleo 

Tabla 3.1: Empleo mundial sustentado por el gasto público y los servicios públicos (como porcentaje de todos los empleados)

Fuente: ver nota  2

Gasto público por categoría 

… de los cuales Efecto 
multiplicador 
del gasto de 
los trabaja-

dores  

Trabajos 
sustentados 

como % 
del total de 
empleados 

Trabajos 
adicionales 
sustentados 
por el efecto 
multiplicador 

como % 
del total de 
empleados 

Total

como % 
del total de 
empleados 

como % 
del total de 
empleados 

Empleados 
públicos 

Empleados públicos directos 
Empleos indirectos del sector privado procedentes de la contratación pública

Empleos ind. del sector privado procedentes del sector público de la construcción
Total de empleos sustentados por el gasto público

Empresas de servicios públicos (mixtas públicas y privadas)
Total de empleos sustentados por el gasto público y los servicios públicos

1.6
2

1.9

2.5

15
6
2

23
4

27

9
6
2

17
6

23

24
12
4

40
10
50

15
0
0

15
2

17

9
12
4

25
8

33

como % 
del total de 
empleados 

Empleados 
del sector 
privado 

1 La tabla se compone de la siguiente manera: Empleados públicos directos: promedio de la OCDE, 2008. figura 8; Empleo indirecto: 

utilizando las estimaciones de Oxford Economics, 2008, el índice de 1,2 millones de puestos laborales sustentados por 79 mil millones 

de libras esterlinas de gasto, que supone una proporción de gasto en empleo de alrededor de la mitad en comparación con el empleo 

directo (5,2 millones de puestos laborales de un gasto de 160 mil millones de libras esterlinas), y asumiendo que la proporción de la 

contratación pública no relativa a los servicios (67 millones de libras esterlinas) supone de nuevo la mitad, por lo que el efecto general 

sobre el empleo del 8 % del PIB en contratación pública (estimaciones de la OCDE, 2008) es sustentar a más de un tercio de los puestos 

laborales que habrían sido sustentados como empleo directo; el efecto del gasto en construcción sobre el empleo, según estimaciones 

de Scotstat http://www.scotland.gov.uk/Topics/Statistics/Browse/Economy/Input-Output/IOAllFiles2004, implica una proporción aún 

mayor de dos tercios sobre el efecto del empleo directo; las empresas de servicios públicos, utilizando el promedio estimado del 6 % 

(CEEP, 2010) y las cifras relativas del 4 y el 2 % de 1999 de la OIT. Los multiplicadores del empleo directo, la construcción y los servicios 

públicos son promedios calculados según los multiplicadores de Scotstat para los sectores pertinentes, incluyendo los efectos induci-

dos: para la contratación pública, Oxford Economics 2008, emplea un multiplicador cercano a 2.0.
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formal. En las principales ciudades de Brasil, el 27,5 % de los trabajadores con contratos formales están em-
pleados en el sector público y la proporción es incluso mayor para las mujeres, siendo de más de un tercio 
(Daulins et al., 2012).

Subvenciones al empleo y planes de garantía para el empleo A menudo el gasto público se 
utiliza para subvencionar a las empresas como una forma de proteger los niveles de empleo. Un método 
general utilizado durante la crisis han sido los planes de reducción de la jornada laboral, que compensan a 
los empleados que acuerdan mantener los niveles laborales reduciendo el tiempo de trabajo. El rescate a los 
bancos y empresas que de otra forma hubieran colapsado, solo ha sido justificado en parte en términos de 
protección de los puestos laborales de los empleados (EIRO, 2009). 

Algunos países han establecido planes de garantía del empleo que aseguran una cantidad específica de 
empleo a los trabajadores, quienes de lo contrario estarían parados. Se han aplicado en varios países y ge-
neralmente incluyen el empleo en obras o infraestructuras públicas. En Argentina, por ejemplo, después de 
la crisis económica de 2000, se introdujo un plan que garantizaba 20 horas de trabajo semanales para uno 
de los miembros de hogares con niños menores de 18. 

Empleo

   
India: Garantía nacional para el empleo rural 
El mayor plan de garantía de empleo se ha creado en India, y es conocido como la Garantía nacional 

de empleo rural Mahatma Ghandi (MGNREG). Durante muchos años existía un plan de garantía de 
empleo en el Estado de Maharashtra y, desde 2005, ante la situación de pobreza rural generalizada, el 
gobierno de India introdujo un plan nacional por el que se garantizaban 100 días de trabajo a un miem-
bro de una vivienda rural para desempeñar labores que se deciden a nivel local ya que tienen un valor 
para la comunidad. De esta forma se generan derechos que fortalecen la posición de negociación de los 
trabajadores rurales y se impulsa la demanda. El plan incluye requisitos sobre las condiciones laborales 
básicas como un horario base mínimo de 7 horas al día, un día libre a la semana, salarios iguales para 
igual trabajo e instalaciones médicas y de guardería. Estos derechos formalizados son por el contrario 
casi desconocidos por los agricultores rurales.

En los años 2010 y 2011, el plan aportó trabajo a cerca de 55 millones de hogares; empleó a personas 
por un total de 25,7 mil millones de días de trabajo, el equivalente a cerca de la mitad del total de los 
puestos laborales de Italia, Francia o Reino Unido; el 48 % de los empleados a través del plan eran mu-
jeres; el promedio del salario diario remunerado era de 117 rupias; y la mayoría de obras se destinaron 
a los recursos hídricos, la irrigación y carreteras. El coste fue de alrededor de 412 mil millones de rupias 
en 2009-10 (sobre 6,6 mil millones de dólares, 4,8 mil millones de euros). Los ingresos de las viviendas 
rurales han aumentado significativamente como resultado directo de los ingresos procedentes de este 
plan, y en Andhra Pradesh, por ejemplo, alcanzan el 15 %. El plan ha tenido también una repercusión 
sobre el aumento de los salarios de los agricultores en general y se le atribuye un efecto general del 50 
% de aumento de los ingresos de los hogares rurales (MGNREG 2014, PNUD 2010, Papola y Sahu, 2012). 
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Por qué el gasto público es necesario

Contratación pública y cláusulas sociales  Durante más de un siglo se han aplicado políticas a favor 
de los «salarios justos» a los contratistas del sector público con el fin de utilizar la actividad económica de 
las autoridades públicas para «crear vías de empleo justo y seguro». Francia, EE UU, Reino Unido además de 
otros países incorporaron legislaciones sobre salarios justos y cláusulas en los contratos públicos donde se 
especifican un mínimo de condiciones laborales o la necesidad de reconocer los índices acordados por los 
sindicatos.
La OIT adoptó el principio de las cláusulas para los salarios justos del Convenio 94 en 1949, que exige a los 
Estados incluir cláusulas en los contratos públicos que garanticen que los salarios (incluyendo prestaciones), 
las horas de trabajo y otras condiciones laborales no sean menos favorables que las establecidas para un tra-
bajo de la misma condición dentro del negocio o sector industrial del distrito donde se realiza el trabajo. La 
OIT animó los países en desarrollo a que lo aplicaran como un instrumento clave para establecer el empleo 
formal. También adoptó la recomendación 111 relativa a la aplicación de las cláusulas de contratación públi-
ca para lograr la igualdad, que defienden el compromiso con los principios de igualdad como una condición 
para la elegibilidad de los contratos públicos (OIT 1949, OIT 1958, OIT 2008, McCrudden, 2004).

La política de contratación pública responsable de la Autoridad del Gran Londres 

La Autoridad de Gran Londres (GLA) gasta más de 3 mil millones de libras esterlinas (4,8 mil millones 
de dólares, 3,6 mil millones de euros) cada año en la contratación de suministros, obras y servicios. La 
GLA aprobó una política integral de contratación pública social que incluye condiciones contractuales es-
tándar sobre cuestiones laborales. La política no solo se aplica mediante estas condiciones contractuales 
sino también a través de una serie de reuniones con los prestadores y organizaciones comunitarias para 
garantizar la comprensión y apoyo a dichas políticas. 

La política de contratación responsable de GLA se compone de siete temas:
· Promover una base diversa de prestadores;
· Promover prácticas de empleo justo;
· Promover el bienestar de la población activa;
· Abordar las necesidades estratégicas laborales y facilitar la formación;
· Beneficios comunitarios;
· Prácticas de contratación ética; y 
· Promover una mayor sostenibilidad medioambiental.
La GLA ha fijado un salario vital de Londres (London Living Wage - LLW), que se sitúa bastante por 

encima del salario mínimo nacional. Cuando volvió a lanzar una licitación para los contratos de limpieza y 
hostelería en 2006 exigió a los licitadores que indicaran si aceptarían como parte del contrato la cláusula 
LLW, incluyendo la garantía de que otras condiciones laborales no fueran recortadas como resultado de 
la retribución del salario vital. Se calcula que más de 400 trabajadores se beneficiaron de la aplicación 
del LLW en 2007. 

La GLA aplica también en los principales contratos «requisitos para la diversidad de prestadores», 
como el relativo al nuevo desarrollo ferroviario de East London con el fin de garantizar que los prestado-
res más pequeños liderados por grupos étnicos minoritarios, mujeres y personas discapacitadas reciban 
una proporción significativa de los subcontratos. Además, supervisa la cadenas de suministro de las em-
presas como son los prestadores de uniformes y está poniendo en práctica el Intercambio de datos de 
prestadores éticos (Sedex), un sistema para que las empresas informen sobre las condiciones laborales 
de todas sus fábricas de prestadores (GLA, 2014).
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Por qué el gasto público es necesario

La finalidad del gasto público y los servicios públicos es lograr objetivos públicos. Entre estos ob-
jetivos figuran, por ejemplo, la garantía de la educación universal y el acceso universal a la asis-
tencia sanitaria; objetivos medioambientales como la reducción de las emisiones de gas de efecto 

invernadero y la gestión de los residuos; y objetivos económicos como el pleno empleo. En una amplia 
variedad de ámbitos, estos objetivos se logran de manera más efectiva y eficaz a través del gasto público 
y los servicios públicos. En este apartado se examinan tres ámbitos políticos donde el gasto público y los 
servicios públicos son claves: la asistencia sanitaria, la vivienda y el cambio climático

Asistencia sanitaria pública: Mejor valor El gasto público representa la mayor parte del gasto en 
sanidad de todos los países de la OCDE, exceptuando a EE UU (y México). Hay un buen motivo para ello. 
Los datos comparativos muestran que el sistema de asistencia sanitaria basado en el gasto privado es 

Bienes públicos 

Tabla 4.1: Gasto público y privado en asistencia sanitaria y resultados en EE UU, Bélgica, Cuba 

EE UU
Bélgica

Cuba

Gasto público en 
asistencia sanitaria 

(% del PIB)
8.29
8.17
9.72

Gasto privado en 
asistencia sanitaria 

(% del PIB)
9.10
2.71
0.91

Esperanza
 de vida al nacer 

(2010)
78.2
79.9
79.0

Tasa de 
mortalidad infantil 

(2011)
6.4
3.5
4.5

INB per cápita 
dólares
(2011)
48.450
46.160
5.460

Fuente: OCDE, 2013B.

mucho más caro y produce resultados mucho peores 
que el sistema basado en la financiación pública. 

Un gasto público más elevado en asistencia sani-
taria genera mejores resultados de salud para todos. 
Pero un gasto privado más elevado en asistencia sa-
nitaria tiene el efecto contrario, porque hace que la 
asistencia sanitaria sea menos asequible. Un análisis 
reciente en 163 países reveló que «el aumento de los 
fondos públicos está significativamente relacionado 
con unas tasas de mortalidad infantil más bajas», sin 
embargo, «el gasto privado en asistencia sanitaria se 
asocia a tasas de mortalidad más elevadas y no más 
reducidas». Por lo tanto, si el gasto privado en asis-
tencia sanitaria se pudiera convertir en gasto público 
en asistencia sanitaria, el número total de mortalidad 
infantil anual podría reducirse en 2 millones (Tacke y 
Waldmann 2011, OCDE 2009; Pearson 2009; Beraldo 
et al., 2009).

La tabla 4.1, que compara el rendimiento de EE UU con el de Bélgica y Cuba, muestra la ineficacia del 
gasto privado en asistencia sanitaria. En todos los casos, el gasto público en asistencia sanitaria se sitúa 
en niveles similares como proporción del PIB. Sin embargo, EE UU gasta además sobre el 9 % del PIB en 
asistencia sanitaria privada  - el único país del mundo que presenta un nivel así de gasto en asistencia 
sanitaria privada. Esta enorme cantidad de gasto extra parece, no obstante, que no genera ningún be-
neficio, y los resultados en materia de salud son de hecho significativamente peores que en Bélgica y de 
manera notoria en Cuba, un país mucho más pobre (OCDE, 2013B).

Problemas con la asistencia sanitaria privada  Los problemas abarcan cuatro amplios apartados: 
asequibilidad, gasto catastrófico, selectividad y tratamiento excesivo.
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Asequibilidad Los costes actúan como barreras económicas por lo que los pobres no pueden acceder 
a la asistencia que necesitan. El problema principal con la asistencia sanitaria o la educación privadas es 
simplemente que los prestadores privados cobran por los servicios, incluyendo el seguro. Como resultado, 
los pobres tienen menor poder adquisitivo que los ricos. La asistencia sanitaria privada ejerce una presión 
mucho mayor sobre sus ingresos, y solo pueden acceder a una cantidad limitada de asistencia sanitaria, sin 
importar su grado de necesidad. Por lo tanto, reduce la cantidad que tienen para gastar en otras cosas y no 
se logra aportar la asistencia necesaria.

Los efectos se muestran en los gráficos siguientes. En EE UU, donde la asistencia sanitaria privada sigue 
siendo predominante, las viviendas más pobres gastan el 15 % de sus ingresos en salud, mientras que los 
más ricos gastan el 3 % de sus ingresos. Pero aun así no pueden acceder a la misma asistencia sanitaria 
privada que los ricos, aunque las necesidades de los pobres en materia de asistencia sanitaria sean invaria-
blemente mayores. 
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La salud pública en Sri Lanka 
El sistema sanitario de Sri Lanka demuestra la importancia de la asistencia sanitaria púbica para la eficacia del 

compromiso público y político y la capacidad de los trabajadores. Gasta menos en términos absolutos y relativos 
que los países comparados, pero logra mejores indicadores de salud que algunos países europeos. Algo que 
consigue proporcionando niveles de acceso a los servicios médicos equiparables a los de un país desarrollado. 
«Todos los servicios sanitarios del Estado, salvo unas pocas excepciones, están disponibles de forma gratuita 
para todos los ciudadanos,… desde los antiretrovirales para los enfermos de VIH/SIDA a la cirugía de revas-
cularización coronaria…  El acceso a la asistencia sanitaria se considera como un derecho social fundamental 
y por lo tanto no está sujeto a arbitraje…. Esta actitud…. ha sido un factor clave del éxito… los servicios del 
Estado continúan siendo utilizados y son responsabilidad de todos dentro de la sociedad, incluyendo a las clases 
medias influyentes y las élites urbanas quienes siguen siendo defensores políticos de los servicios públicos de 
buena calidad. Además, la expansión no se ha producido a coste de reducir la calidad clínica de los servicios, 
aunque sí a coste de aceptar una calidad menor en otros servicios comunitarios. Desde comienzos de los se-
tenta, la mayor parte de la población vive a 5 kilómetros como máximo de un centro de asistencia sanitaria, y 
la mayoría de la población rural se encuentra entre 5 y 10 kilómetros de un centro periférico» (Rannan-Eliya y 
Sikurajapathy, 2009).

«Entre los factores que explican esta situación, figuran: la sólida ética del servicio público creada en el Mi-
nisterio de Salud (MOH) en la década de los cincuenta; un fuerte control centralizado de los presupuestos, 
aportaciones y procedimientos de funcionamiento, que minimizaron los precios de las prestaciones y forzaron 
constantemente a los trabajadores sanitarios a satisfacer la creciente demanda a través de ahorros eficientes 
en vez de depender de la dotación de más recursos; y los bajos costes administrativos generales asociados a la 
gestión de la administración pública, un sistema de comando y control de la gestión ….y mediante controles 
internos de las adquisiciones y decisiones en materia de inversiones, a través de los cuales el MOH puede y 
de hecho restringe la disponibilidad de servicios que considera demasiado caros. Por ejemplo, los hospitales 
estatales tienen prohibido, o limitado, la adquisición de fármacos de manera individualizada o de determinado 
equipamiento de alta tecnología» (Rannan-Eliya y Sikurajapathy 2009, Hsiao et al., 2000).

Gráfico 4.1: Gasto privado en asistencia sanitaria de EE UU como porcentaje de los ingresos

Fuentes: USA BLS 2011, y estimaciones de PSIRU. 
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Por qué el gasto público es necesario

Gasto catastrófico Los pobres corren el riesgo de verse forzados a un «gasto catastrófico» si tienen mala 
salud. Las investigaciones en ochenta y nueve países de ingresos altos y bajos, que comprenden el 89 % de 
la población mundial, apuntan a que 150 millones de personas en todo el mundo sufren anualmente una 
catástrofe económica debido a que tienen que pagar por servicios de salud. Los países con una proporción 
más elevada de desigualdades entre viviendas presentan índices más altos de catástrofes financieras (Xu et 
al., 2007).

Selectividad Los operadores privados se dirigen a los ricos o las regiones más ricas. La privatización exis-
tente en los servicios públicos aumenta también las desigualdades en cuanto a la distribución de servicios ya 
que las empresas privadas se orientan a los que tienen mayores ingresos en vez de a los más necesitados. En 
Tanzania y Chile la privatización dio origen a la construcción de numerosos hospitales en áreas menos nece-
sitadas, mientras que antes de la privatización se abrieron clínicas estatales en áreas más desfavorecidas y se 
realizaron más mejoras para generalizar la cobertura de los servicios de salud para la población. En Chile, los 
cambios en la demanda de asistencia sanitaria derivados del envejecimiento de la población están haciendo 
que las personas que anteriormente estaban cubiertas por un seguro privado de asistencia sanitaria vuelvan 
al sector público. El sector privado de asistencia sanitaria rechaza asegurarlos debido a su edad y el aumento 
previsto en la demanda de asistencia (Basu et al., 2012; Murray, 2000; Benson, 2001).

En India, el gasto público representa solo una quinta parte de todo el gasto en asistencia sanitaria, el 
resto es privado. Hay variaciones considerables entre Estados en cuanto a la distribución progresiva de los 
beneficios de este sistema. En algunos Estados son los pobres los que obtienen más beneficios y en otros 
los que están en mejores condiciones pero, por lo general, las viviendas más pobres dependen más de las 
prestaciones del sector público, mientras que el sector privado es más utilizado por los pacientes de ingresos 
más altos, como muestra el gráfico siguiente (Chakraborty et al., 2013).

Gráfico 4.2: Gasto privado de EE UU en asistencia sanitaria ($)

Fuentes: USA BLS 2011, y estimaciones de PSIRU. 

Gráfico 4.3: Utilización de la asistencia pública y privada en India por parte de ricos y pobres 

Fuente: (Chakraborty et al., 2013).
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Tratamiento excesivo  Las empresas privadas venden servicios que son rentables pero no son nece-
sarios. En China, los prestadores privados son retribuidos por el servicio prestado dentro de los planes de 
seguridad sanitaria, con precios por debajo del coste para la asistencia básica y superiores al precio del 
coste para la asistencia de alta tecnología, lo que fomenta la excesiva prestación de asistencia cara de «alta 
tecnología» mediante la prescripción, por ejemplo, de un tratamiento que no sea estrictamente necesario o 
recentando medicinas en exceso (Wagstaff et al., 2009; Wagstaff y Lindelow, 2008). 

India presenta también el problema de aportar financiación pública «selectiva» que luego gasta en la 
prestación privada. El gobierno indio lanzó en 2008 un plan nacional de salud para los pobres, RSBY, me-
diante el cual las familias que viven por debajo del umbral de pobreza pueden recibir tratamiento al año 
por un valor de 30 000 rupias (550 dólares, 400 euros) en determinados hospitales privados que pueden 
reclamar los costes directamente al Estado. Pero las clínicas privadas han aprovechado esta oportunidad y 
un número excesivamente elevado de mujeres están quitándose sus úteros en clínicas privadas, para lo cual 
las clínicas pueden gravar más que si se sometieran a un tratamiento menos radical (BBC, 2013).

Vivienda  La importancia de la vivienda pública puede verse en los orígenes de la crisis financiera de 2008. 
En  EE UU, donde la vivienda pública ha sido mínima, las familias más pobres intentaron comprar casas me-
diante hipotecas. Los bancos facilitaron los requisitos para acceder al crédito y abocaron a muchas más per-
sonas a firmar hipotecas. Después, muchas de ellas no pudieron hacer frente a los pagos, por lo que estas 
hipotecas «de alto riesgo» pasaron a ser morosas para los bancos, un factor principal de la crisis bancaria. 
Los bancos respondieron embargándolas, dejando a cientos de miles de personas sin hogar. 

Si, en vez de ello, EE UU hubiera ofrecido vivienda pública a una renta asequible, las familias podrían 
haber tenido un alojamiento decente sin esta presión financiera sobre ellos y el sistema. Como observó la 
experta en vivienda de las Naciones Unidas, Raquel Rolnik: «La creencia de que los mercados aportarán 
vivienda adecuada para todos ha fracasado. La crisis actual es un duro recuerdo de esta realidad,… Una 
vivienda no es un producto, cuatro paredes y un techo. Es un lugar seguro para vivir en paz y dignamente, 
un derecho de todo ser humano… Centrarse excesivamente en la propiedad de la vivienda como la única 
solución para garantizar el acceso a la vivienda es parte del problema…  una vivienda adecuada para todos 
es un objetivo público cuya consecución exige una amplia variedad de acuerdos…. Los mercados, incluso 
con una regulación apropiada, no pueden aportar vivienda adecuada para todos» (Rolnik, 2008).

La prestación de vivienda de renta asequible procedente del sector público fue uno de los principales ser-
vicios públicos del siglo XX en los países europeos y otros de la OCDE.  De forma similar, las mutuas de cajas 
de ahorro sin ánimo de lucro y las sociedades de construcción permitieron a las clases medias la compra de 
viviendas, alentadas y respaldadas por los gobiernos. Pero el sistema se ha visto mermado por las políticas 
neoliberales. 

A partir de la década de los ochenta se produjo un recorte de viviendas del sector público como parte 
de la reducción general del papel del Estado y la vivienda pública fue vendida a empresas privadas, las so-
ciedades mutuas de construcción se convirtieron en bancos de beneficios, con menos restricciones sobre su 
política de préstamos. Una conferencia de las Naciones Unidas sobre los problemas de vivienda en Europa 
Central y Oriental, concluyó que, «…la creciente dependencia en las fuerzas del mercado no ha sido sufi-
ciente para compensar la merma del papel del Estado en el sector de vivienda» (UNECE, 2004).

La vivienda es también una cuestión importante en las ciudades de rápido crecimiento de los países en 
vías de desarrollo. Este problema ha sido abordado con éxito en los últimos cincuenta años por las políticas 
públicas de vivienda de Singapur y Hong Kong, dos de las ciudades con mayor densidad de población de 
Asia. En ambas ciudades, los programas comenzaron a solucionar el problema de los asentamientos de rá-
pido crecimiento en suburbios, construyendo cientos de miles de viviendas para ser alquiladas. La vivienda 
pública se ofreció también más tarde a la clase media, sin subvenciones para el alquiler. 

En Singapur, el 85 % de la población vive en viviendas públicas, bien alquiladas o con un contrato de 99 
años. A través de estas políticas se asegura que los Estados y los nuevos avances incluyan la diversidad de 
grupos raciales y sociales. La mitad de la población de Hong Kong, más de tres millones de personas, vive 
en viviendas públicas; y dos millones son alquiladas. En Malawi, por el contrario, un estudio de 2007 reveló 
que, «la financiación formal de la vivienda en Malawi es precaria… menos del 16 % puede permitirse una 
vivienda convencional… y no hay subvenciones disponibles a nivel individual» (Singapur 2010, Hong Kong 
2014, Nyasulu y Cloete, 2007).  

Medio ambiente: financiación pública y cambio climático  El reto más grande que afrontan 
los países del mundo es la gestión del cambio climático. Entre las medidas exigidas figuran: el cambio hacia 
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fuentes de energía renovables para generar electricidad, la inversión en procesos industriales y en hogares 
más eficientes a nivel energético, y el desarrollo de sistemas de transporte público para reducir el uso de los 
coches. 

Los costes mundiales de todas las medidas requeridas para reducir las emisiones de carbono en la canti-
dad necesaria se estiman entre el 1 % y el 3 % del PIB. Las Naciones Unidas calcula que en torno a unas tres 
cuartas partes tendrá que proceder de financiación pública. Estas cifras significan que solo para gestionar el 
cambio climático habría que elevar el gasto público en un 1,5 % del PIB total a nivel mundial. Los paquetes 
de estímulo introducidos por los gobiernos en 2009 para contrarrestar la recesión aceleraron el proceso, que 
incluyeron numerosos proyectos «verdes» de inversión, valorados en una cifra superior a 436 mil millones 
de dólares (315 mil millones de euros) en total, procediendo toda la cantidad de la financiación pública (FMI, 
2010).

Europa La necesidad de financiación pública se puede constatar claramente en Europa, que introdujo 
en los noventa un mercado interior obligatorio para la electricidad, y que más recientemente ha adoptado 
objetivos para la energía renovable. Si bien ahora se sabe que las políticas del cambio climático son incompa-
tibles con las normas del mercado, ya que las opciones más baratas, las plantas de combustible fósil, deben 
ser abandonadas para que puedan emerger las renovables. Uno de los intentos por aportar una solución 
al mercado mediante la creación de un régimen de comercio del carbono, el ETS, fracasó. Los gobiernos 
europeos están creando ahora mecanismos para el desarrollo de la energía renovable que incluyen el gasto 
público y el sector público. 

Reino Unido, por ejemplo, está introduciendo una nueva legislación en materia de energía en la que toda 
la nueva generación será comisionada por el Estado, y apoyada por los acuerdos de adquisición de energía a 
largo plazo, siendo una agencia estatal central el único comprador, algo que vulnera la ley actual en materia 
de electricidad de la UE. El motivo de ello es que se ha reconocido que el mercado no entregará los niveles 
requeridos de energía renovable. La comisión sobre cambio climático de Reino Unido ya advirtió de que, 
«no deberíamos aceptar los importantes riesgos y costes asociados a los actuales acuerdos del mercado… 
los cambios en los actuales acuerdos son necesarios e inevitables». El regulador del Reino Unido, OFGEM 
afirma que, «existe el consenso creciente de la opción no consiste en no cambiar el sistema de acuerdos de 
mercado y otros incentivos actuales» (Comisión sobre cambio climático de Reino Unido, 2009). 

En Alemania, la política de prioridad explícita para la energía renovable ha promovido a su vez la remu-
nicipalización y generado un gran número de pequeñas empresas y cooperativas, en merma de la supre-

macía de las multinacionales. Se ha producido 
un enorme resurgimiento de las empresas eléc-
tricas municipales [Stadtwerke], que no solo se 
hacen cargo de las redes de distribución sino 
que amplían también la generación de electri-
cidad, especialmente de las renovables. Los mu-
nicipios planean incentivar su participación en 
la producción de electricidad desde una décima 
parte a al menos una quinta parte para 2020 
y,  algo más ambicioso: la ciudad de Múnich, 
por ejemplo, ha decidido que para 2025 toda su 
energía proceda de las renovables y sea plena-
mente generada por el sector público. 

En Alemania, la energía renovable crece aho-
ra muy rápidamente como proporción de ge-
neración de electricidad, más de lo que nadie 
esperaba. A mediados de 2013, la proporción 
de energía renovable era de cerca del 25 %, con 
25 000 turbinas de viento y 1,3 millones de ins-
talaciones solares fotovoltaicas. El objetivo polí-
tico de la energía renovable es aportar el 35 % 
de toda la electricidad para 2020, el 50 % para 
2030, y el 80 % para 2050. Las centrales nuclea-
res se cerrarán por completo en 2022. Este pro-
ceso es conocido como «trasformación energé-
tica» [Energiewende] (Agora, 2013, Economist, 
2012, IP Journal, 2013, Reiter ,2011).
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Países en vías de desarrollo  Además de desarrollar fuentes de energía renovable, muchos países en 
vías de desarrollo necesitan ampliar sus redes de electricidad para aportar plena cobertura. En 2010, 1,3 mil 
millones de personas no tenían acceso a la electricidad, la gran mayoría de ellas vivía en África Subsahariana 
(589 millones, 68 % de la población) y sur de Asia (628 millones, 18 % de la población), y en áreas rurales. 
Estas políticas requieren una planificación y financiación coherentes que el mercado no puede ofrecer. La 
Agencia Internacional de la Energía estima que 23 mil millones de dólares (16,6 mil millones de euros) al 
año son necesarios para lograr la conexión universal en África subsahariana para 2030 y 20 mil millones de 
dólares (14,4 mil millones de euros) para hacer lo mismo en Asia (AIE 2012).

Un estudio del Banco Mundial sobre la inversión en electricidad y otras infraestructuras en África Subsa-
hariana demuestra que las empresas privadas han aportado solo un 10 % de la inversión total del sector, 
casi todo en productores independientes de energía, no en extensiones de la red. La tabla 3.3 resume los 
datos. La gran parte de la inversión procede de financiación pública, seguida de la ayuda de los países do-
nantes y de los bancos de desarrollo. Un informe de AIE alega que, «en la mayoría de países en desarrollo la 
inversión pública inicial en el desarrollo de la capacidad nacional y local es el ingrediente más importante» 
para atraer cualquier inversión privada e, incluso entonces, solo se generará ésta «cuando se pueda obtener 
de forma segura una rentabilidad comercial sobre la inversión» (AIE, 2010, Banco Mundial, 2010).

El sector privado ha demostrado también que no es un socio fiable para invertir en proyectos importan-
tes de energía renovable. Las empresas multinacionales han abandonado los dos proyectos más grandes 
de energía renovable en África, Desertec – generación de energía solar en el desierto del  Sáhara - y Grand 
Inga, un plan hidroeléctrico en el río Congo. El desarrollo de ambos proyectos ha quedado ahora en manos 
de los gobiernos y empresas del sector público (Euractiv 2013, CleanTech Blog, 2013).

El informe del Banco Mundial afirma además que la experiencia ha demostrado que una empresa del 
sector de servicios públicos centralizada entrega resultados mucho mejores en cuanto a electrificación rural 
que los enfoques fragmentados o privatizados: 

Tabla 4.2: Personas sin acceso a la electricidad, 2010

África Subsahariana 
Asia (en vías de desarrollo)

Latinoamérica 
Oriente Medio 

Mundo (incluyendo los ingresos altos)

Población sin acceso a 
la electricidad

589
628

29
18

1267

% del total de 
la población  

68%
18%
6%
9%

19%

Fuente: AIE, 2012.

Tabla 4.3: Inversión en electricidad en África 

Inversión (miles de millones de dólares)
Gasto Ope-

rativo (miles 
millones de 

dólares)

Inversión 
total y 

operativa 

Grupo de países 

Total África subsahariana de los cuales:
1.Países ricos en recursos 

2.Países de ingresos medios 
3.Países de ingresos bajos

Sector público 

2.4
1.2
0.8
0.4

Ayuda

1.8
0.8

0.03
0.9

Sector privado 

0.5
0.3

0.01
0.2

Total

4.6
2.3
0.8
1.6

Sector público 

7.0
1.6
2.7
2.6

11.6
3.9
3.5
4.0

81%
72%
99%
75%

Sector 
público como 
% del total

Fuente: Banco Mundial, 2010.

«Los países que han asumido un enfoque centralizado para la electrificación, siendo una empresa nacio-
nal la responsable de ampliar la red, han tenido mucho más éxito que los que siguieron enfoques descentra-
lizados, donde una agencia de electrificación rural intentó reclutar a múltiples empresas públicas de servicios 
públicos o a empresas privadas para la campaña de electrificación» (Banco Mundial, 2010).
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China es el principal ejemplo actual de desarrollo de energía renovable a través de los organismos del 
sector público que utilizan financiación pública. En 2012, las renovables representaban el 20 % de toda la 
energía generada, lo que supone un aumento del 16 % desde 2005, a pesar del gran crecimiento económi-
co experimentado durante el mismo periodo de tiempo. La energía solar produjo 6,5 millones de kilovatios 
(Kw), la hidroeléctrica 249 millones de Kw, y la energía eólica 63 millones de Kw. El proceso ha sido impul-
sado mediante el compromiso del gobierno a financiar el desarrollo de renovables a través de las empresas 
de generación propiedad del Estado. Esto se ha realizado a una escala enorme: el gasto público en energía 
renovable se espera que alcance un total de cerca de 300 mil millones de dólares (216 mil millones de euros) 
entre 2010 y 2015. Durante el proceso, China ha creado además un sector de fabricación de paneles solares 
que ahora es líder mundial y genera un importante negocio en EE UU y Europa (China, 2013). 

Por el contrario, Chile, que es elogiada por sus defensores por su estricto sistema de mercado de la elec-
tricidad, ha fracasado totalmente en cuanto a las renovables, ya que solo aportan el 3,7 % de la energía del 
país. El único avance reciente importante es un parque solar de 360 Mw de 2,6 mil millones de dólares (1,9 
mil millones de euros) en el desierto de Atacama, que será construido por Iberdrola para la industria de la 
minería (Bennett, 2012).

Otras lecturas  Informes recientes de PSIRU sobre la prestación pública de bienes públicos abarcan la 
energía renovable (PSIRU 2013B), la sanidad privada (PSIRU 2013C) y la remunicipalización (PSIRU 2012C).

Agrreko: empresas privadas que explotan el fracaso
Muchos de los países que afrontan recortes de energía han arrendado generadores de diésel. Se 

calcula que los generadores de emergencia temporales representan actualmente en África Subsaha-
riana sobre 750 Mw de capacidad. Las soluciones energéticas temporales no solo son caras, ya que 
utilizan diésel, sino que también son una opción de alto carbono. No aportan una solución a largo 
plazo mediante el desarrollo de su capacidad local. También son extremadamente ruidosos para los 
residentes locales. Los procesos de contratación pública de energía temporal han ocasionado además 
problemas de corrupción y soborno: el primer ministro y el ministro de energía fueron forzados a di-
mitir en febrero de 2008 (Eberhard et al., 2011).

Pero las empresas privadas hacen un buen negocio del desarrollo fracasado de un sistema universal 
o una energía renovable. El mayor beneficiario es la multinacional con sede en Reino Unido, Aggreko, 
con unas ventas anuales de 1,6 mil millones de libras esterlinas (2,6 mil millones de dólares, 1,9 mil 
millones de euros) y cerca de seis gigawatios (Gw) de capacidad de generación, y cuyo plan de nego-
cio se basa explícitamente en el fallo continúo de las empresas de servicios públicos del país en vías de 
desarrollo a ampliar las conexiones y generar capacidad: «En nuestro mercado principal, que defini-
mos como de países de fuera de la OCDE, sin incluir a China, estimamos que el déficit [en capacidad 
generadora] aumentará en nueve veces, de 22 Gw a 195 Gw. Confiamos en que este nivel de carestía 
energética impulsará un potente crecimiento [para Aggreko] de la demanda temporal de potencia a 
medio y largo plazo ya que los países luchan por mantener sus luces encendidas». 

Aggreko no es un beneficiario pasivo de este fracaso ya que anima de manera activa a los gobier-
nos a aceptar este fracaso y confiar en su lugar en las plantas de diésel: «Nuestras propias actividades 
sirven para crear la demanda del mercado. Hace unos años Bangladesh e Indonesia no figuraban a la 
cabeza en nuestras estimaciones sobre la dimensión del mercado, pero ahora son importantes clientes 
como resultado de nuestros esfuerzos por vender» (Aggreko, 2012).
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Igualdad 

El crecimiento de los beneficios a costa de los ingresos procedentes de los salarios y el aumento de 
los ingresos de las viviendas más ricas han generado grandes desigualdades crecientes, con efectos 
dañinos para la economía y la sociedad. Junto a los sindicatos, el gasto público y los servicios públicos 

son los motores más potentes para lograr una mayor igualdad. El gasto público redistribuye los ingresos de 
dinero a través de los beneficios sociales, pero los servicios públicos realizan una contribución incluso mayor 
a la igualdad. 

El valor de los servicios públicos se distribuye de manera igualitaria y en los países de la OCDE equivale 
a un 76 % extra de los ingresos en efectivo disponibles del 20 % más pobre de la población. En Latinoa-
mérica, los servicios públicos tienen el mismo efecto, con un impacto mayor sobre la igualdad que los be-
neficios de la seguridad social. También en los países asiáticos, los beneficios de la asistencia sanitaria y la 
educación públicas son poderosos mecanismos de igualdad. Las infraestructuras para la electricidad, el agua 
y otros servicios no solo aumentan el acceso para todos, sino que mejoran las oportunidades de empleo, 
especialmente para las mujeres. Y, a través del empleo de más personas en mejores condiciones salariales y 
laborales, los servicios públicos mejoran también la igualdad de ingresos.  

Desigualdades del mercado e igualdad pública Una mayor igualdad es mejor para todos, en tér-
minos sociales y económicos. Un libro recientemente publicado, Spirit Level, utiliza los datos internacionales 
para mostrar que una distribución de los ingresos más igualitaria conduce a una vida mejor para todos. El 
gráfico siguiente muestra que los países con una distribución más igualitaria de ingresos tienen también 
mejores resultados sociales para todos: una mayor esperanza de vida, menor mortalidad infantil, menos 
enfermos mentales, menos obesidad y menos personas confinadas en centros penitenciarios (Wilkinson y 
Pickett, 2009). 

Gráfico 5.1: Los problemas sociales y de salud son peores en países con más desigualdades 

Fuente: Wilkinson & Pickett. The Spirit Level (2009)
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Las sociedades más igualitarias tienden también a lograr un mejor rendimiento económico. Las personas 
con ingresos medios o más pobres gastan probablemente más dinero, en vez de guardarlo o esconderlo en 
paraísos fiscales como hacen los ricos. Un análisis en 131 países reveló que una mejora de la igualdad en 
la distribución de los ingresos está asociada a un crecimiento mayor del PIB per cápita y que el crecimiento 
económico general se ha visto perjudicado por el aumento desproporcionado de los beneficios. Las pers-
pectivas de crecimiento mejorarían en términos generales si se equilibrara de nuevo la proporción de los 
ingresos mediante un crecimiento más rápido de los salarios (Ortiz y Cummins, 2011; Onaran y Galanis 2013; 
Stockhammer y Onaran, 2012). 

Aumento de las desigualdades del mercado  La economía de mercado ha generado desigualdades 
mucho mayores en las últimas décadas principalmente de dos manera. Primero, se ha producido un descen-
so a largo plazo en la proporción de los salarios en la producción económica total (PIB) tanto en los países 
de ingresos altos como en los países en vías de desarrollo. La Organización Internacional del Trabajo (OIT) 
afirma que, «en 16 economías desarrolladas se produjo un descenso del 75 % de los ingresos nacionales a 
mediados de los setenta al 65 % en los años previos justo antes de la crisis económica. En un grupo de 16 
países en vías de desarrollo y emergentes, el PIB descendió del 62 % a comienzos de los noventa al 58 % 
justo antes de la crisis» (OIT, 2012). 

Este descenso implica que los trabajadores han ganado poco durante estas décadas, incluso aunque la 
productividad haya aumentado de manera masiva, mientras los beneficios de las empresas y de las personas 
cuyos ingresos derivan de dichos beneficios han aumentado su proporción en la economía. 

Gráfico 5.2: Proporción de descenso de los 
salarios 1970-2010: países 
avanzados y en vías de desarrollo 

Fuente: OIT, 2012. 



38

Por qué el gasto público es necesario

En segundo lugar, los grupos de ingresos más altos han aumentado sus entradas mucho más rápido que 
los grupos de ingresos más bajos, especialmente en EE UU, Reino Unido, y Europa Central y Oriental. Esta 
brecha ha continuado ampliándose desde la recesión. En EE UU, el uno por ciento de la cabeza aumentó sus 
ingresos reales un 31 % desde 2009 a 2012, mientras que los ingresos del 99 % restante creció solo un  0,4 
% (Stockhammer, 2013; Sáez, 2013).

El alcance real de estas ganancias del 1 % de la población es incluso mayor debido a sus estrategias de 
evasión de impuestos que suponen no contabilizar gran parte de sus ingresos y riqueza. En los paraísos fis-
cales hay entre 21 billones de dólares (15 billones de euros) y 32 billones de dólares (23 billones de euros) de 
riqueza sin contabilizar, casi todo en manos del 1 % de la población mundial (Dhaxton et al., 2012).

El impacto del gasto público y los servicios públicos  Para obtener los beneficios de una mayor 
igualdad deben existir otros mecanismos que fuercen una distribución más justa de los recursos. Uno de 
ellos es la organización sindical, que puede aumentar los salarios en contraposición a los beneficios. El otro 
gran mecanismo para lograr una mayor igualdad es la financiación pública. 

La financiación pública redistribuye los ingresos y recursos de tres maneras. En primer lugar, los impues-
tos son pagados por las personas según sus 
ingresos o gastos, así que los ricos pagan más 
del coste del gasto público que los pobres. En 
la práctica, en la mayoría de países no se lo-
gra una mayor redistribución de los ingresos 
(ver más abajo). 

En segundo lugar, el dinero es distribuido 
a través de los beneficios de la seguridad so-
cial entre las personas desempleadas o jubila-
das o la asistencia a la infancia o dependien-
tes. Las viviendas más pobres obtienen más 
de estos beneficios, y la brecha entre los dos 
extremos de ingresos disponibles se reduce. 

Pero la tercera forma de redistribución, a 
través de los servicios públicos, es al menos 
tan importante como las otras. Los servicios 
de sanidad pública, la educación pública, la 
asistencia a la infancia, la atención a los ma-
yores y la vivienda pública tienen un potente 
efecto de redistribución porque están igual-
mente disponibles para todos. Para los que 
tienen ingresos más bajos, los servicios pú-
blicos tienen al menos tanto valor como sus 
beneficios o ingresos (como se explica en la 
siguiente sección). Como resultado, los recor-
tes del gasto en servicios tienen un impacto 
desproporcionado sobre las viviendas con in-
gresos más bajos. 

Además, los servicios como la asistencia 
infantil, la atención a los mayores y la educa-
ción tienen un importante impacto sobre la 
igualdad de género y étnica, ya que permiten 
que más mujeres obtengan un empleo remu-
nerado y se pueden utilizar para ofrecer un 

empleo decente y perspectivas profesionales para los grupos étnicos que han sufrido discriminación. Otros 
gasto en servicios públicos adopta la forma de adquisición de bienes y servicios de empresas privadas, y 
esto también se puede utilizar para mejorar la igualdad al hacer que los contratos estén condicionados a la 
discriminación positiva a favor de las mujeres.  

Las infraestructuras como el agua, el saneamiento, la electricidad, las carreteras y las telecomunicaciones 
mejoran también la igualdad porque facilitan el que todas las personas mejoren sus sustentos de vida me-
diante la utilización de estos servicios. 

La prestación de servicios públicos por lo tanto rechaza el principio del mercado sobre la adjudicación 
según el precio y demanda. Se basan en los principios de universalidad y solidaridad, que de manera similar 
desafían las relaciones sociales del mercado.  
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Esta distribución igualitaria de los beneficios contrasta enormemente con la distribución desigual de los 
ingresos de dinero. Como resultado, los servicios públicos son mucho más importantes para los hogares 
más pobres y equivalen a una proporción sustancial de sus ingresos disponibles, cuyo valor para el 20 % 
más pobre de la población asciende al 76 %. Incluso para los hogares de ingresos medios, suponen un valor 
adicional de un tercio sobre el máximo de los ingresos disponibles. También, para el 20 % más rico de la 
población, los servicios públicos mantienen un valor adicional del 14 % de sus ingresos disponibles.

la OCDE y ofrece una imagen importante de la igualdad material en países donde el mercado continúa 
generando una gran desigualdad. 

Servicios públicos e igualdad En las princi-
pales economías avanzadas (países miembros de la 
OCDE), la educación y la asistencia sanitaria repre-
sentan sobre el 5,5 % del PIB, con otro 2 % adicional 
del PIB gastado en asistencia social para la infancia 
y los mayores y en vivienda social, un total del 13 % 
del PIB, por encima del valor total de los beneficios 
(Verbist et al., 2012).

Los beneficios de estos servicios públicos son dis-
tribuidos de manera uniforme entre las viviendas que 
se dividen en cinco grupos de ingresos, o quintiles. 
Cada quintil recibe a groso modo un beneficio igual 
de los servicios, en términos absolutos. Esto es, el 
valor de los servicios recibidos es, en términos ge-
nerales, el mismo para todos los grupos. Las cifras 
no son meras estimaciones o creencias, sino que se 
basan en el uso real de la educación y la asistencia 
sanitaria por parte de los hogares de cada país. Este 
efecto igualador de la prestación de servicios públi-
cos es notablemente uniforme en todos los países de 

Graphique 5.3 : Distribution de valeur de la totalité des a Gráfico 5.3: Distribución del valor de los servicios públicos totales sobre quintiles,

Fuente: Verbist et al., 2012.
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Los datos pormenorizados de la tabla 5.1 sobre Reino Unido muestran también como los servicios públicos 
y los beneficios son mecanismos fundamentales para crear igualdad más que el sistema tributario. Los im-
puestos sobre la renta y los beneficios son progresivos, ya que los que tienen ingresos altos pagan más; pero 
son compensados por los efectos de los impuestos indirectos, como el IVA y las contribuciones a la seguridad 
social aportadas por los trabajadores, ya que estos son impuestos regresivos y representan un porcentaje más 
alto de los ingresos de los que perciben menor remuneración. Como resultado, el efecto general del sistema 
tributario es casi neutral. Son la prestación de servicios y los beneficios los que generan una mayor igualdad. 

Algo que es cierto también para los países en desarrollo. En Brasil, por ejemplo, el sistema tributario es 
realmente regresivo, esto es, los pobres pagan más que los de ingresos altos pero, de nuevo otra vez, el efecto 
de los servicios públicos y los beneficios es el que tiene un mayor resultado igualador (Silveira et al., 2013).

Tabla 5.1: Efectos de la fiscalidad y los beneficios sobre los ingresos en Reino Unido 

Grupos de quintiles de todas las viviendas 
Ingreso original 

 Además de beneficios en efectivo 
 Ingreso bruto 

 Menos impuestos directos y contribuciones a la S.S.
 Ingreso disponible 

 Menos impuestos indirectos
 Ingresos una vez deducidos los impuestos 

Fiscalidad total como % de los ingresos brutos 

 Más beneficios en especie,
De los cuales, en educación 

De los cuales, en salud 
 Ingresos finales

inferior
5 089
7 040

12 129
1 271

10 858
3 365
7 493

38.2%

7 749
3 296
4 100

15 242

2º
11 764
8 322

20 086
2 510

17 576
3 741

13 835
31.1%

7 584
2 944
4 391

21 419

 3º
22 482

6 655
29 137
4 755

24 382
4 770

19 612
32.7%

7 459
2 860
4 397

27 071

 4º
39 642

4 098
43 740

9 002
34 737

6 033
28 704
34.4%

6 825
2 660
3 978

35 529

superior
81 501

2 115
83 616
19 727
63 890

8 339
55 550
33.6%

5 826
2 048
3 461

61 376

Todas las 
viviendas

32 096
5 646

37 741
7 453

30 288
5 250

25 039
33.7%

7 089
2 762
4 065

32 127

Cociente 
máximo /

Quintil superior 
 16:1

 7:1

 6:1

 7:1
 

 4:1

Fuente: ONS, 2012. 

 (datos sobre los grupos de quintiles de viviendas 2010-11(en libras esterlinas al año)

Gráfico 5.4: Valor de los servicios públicos relativos a los ingresos disponibles, 27 países de la OCDE 

Fuente: calculada por Verbist et al; 2012. 
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Latinoamérica  Existe una evidencia clara de que los servicios públicos tienen impactos similares en los 
países en desarrollo, como se indica en el gráfico 5.5. En Latinoamérica, los servicios públicos tienen un im-
pacto mayor sobre la desigualdad que los impuestos y los beneficios combinados, según un estudio de 2011 
sobre el impacto de los impuestos, los beneficios y los servicios públicos (asistencia sanitaria y educación) 
en seis países latinoamericanos con una población total de 390 millones de personas: Argentina, Bolivia, 
Brasil, México, Perú, Uruguay (Lustig et al., 2012) 3. Al igual que en los informes de la OCDE, la investigación 
utilizó datos sobre el uso real de los servicios y los convirtió en «ingresos virtuales» para apreciar cómo los 
beneficios de los servicios públicos modifican la distribución de los ingresos. 

En todos los países estos servicios públicos reducen de manera significativa las desigualdades, medidas 
según el coeficiente Gini. Esto significa que en todos los países los servicios públicos son relativamente pro-
gresivos, y los pobres obtienen una proporción mucho mayor de beneficio de los servicios públicos que de 
los ingresos del mercado, al igual que pasa en los países de la OCDE. 

Esto refuta el cinismo convencional de que los ricos son los que más se benefician del gasto social en 
Latinoamérica: «El gasto social no se acumula al quintil de los más ricos. Por el contrario, es progresivo en 
términos absolutos en Argentina y ligeramente en Bolivia y México. En Brasil y Perú, el gasto social es pro-
gresivo en términos relativos»;…. «La desigualdad de acceso a los servicios básicos de educación y salud ha 
dejado de ser un problema principal en muchos países» (Lustig et al., 2012).

Otro resultado sorprendente es que los servicios públicos tienen un efecto más importante a la hora de 
reducir la desigualdad en estos países que los beneficios de la seguridad social y los impuestos juntos: «El 
mayor descenso de la desigualdad se debe a las transferencias en especie en materia de educación y sa-
lud…. Los gobiernos de Latinoamérica redistribuyen a través principalmente del gasto público en educación 
y salud». Incluso en Brasil, por ejemplo, cuyo programa de beneficios incluye la Bolsa familia, los efectos 
combinados de la educación y la asistencia sanitaria realizan una contribución a la igualdad el doble mayor 
que los efectos de los impuestos y los beneficios (Lustig et al., 2012). 

Gráfico 5.5: Impacto de los impuestos, los beneficios y los servicios públicos sobre la desigualdad 

Fuente: Lustig et al., 2012. 

3 Lustig, Nora et. al.; 2012. http://www.caf.com/attach/19/default/taxes-social-spending-inequality-poverty-argentina-bolivia-brazil-mexico-

peru-synthesis-results.pdf . Esta investigación ha sido también publicada en otro documento con un énfasis totalmente diferente, reelabo-

rado y presentado para ajustarse al programa del Banco Mundial: Lustig, Nora; Lopez-Calva, Luis F.; Ortiz-Juarez, Eduardo. 2012. Declining 

inequality in Latin America in the 2000s: the cases of Argentina, Brazil, and Mexico. Documento de trabajo sobre investigación política; no. 

WPS 6248. Washington D.C. – Banco Mundial.

 http://documents.worldbank.org/curated/en/2000/01/16867190/declining-inequality-latin-america-2000s-cases-argentina-brazil-mexico-

declining-inequality-latin-america-2000s-cases-argentina-brazil-mexico. Aquí casi si ignora el impacto de los servicios públicos  Aquí, casi se 

pasa por alto el impacto de los servicios públicos. Por ejemplo, el impacto de la educación se analiza por entero en términos de reducción 

de los salarios relativos de los trabajadores cualificados, y los resultados sobre la asistencia sanitaria solo son mencionados en una nota a pie 

descalificativa.  
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Asia El patrón en los países asiáticos relativo a los sistemas de asistencia sanitaria es similar al de Latinoamé-
rica, ya que casi todos los sistemas son progresivos en términos absolutos o, al menos, en términos relativos. 
Un estudio de 2007 sobre los sistemas de asistencia sanitaria en ocho países y tres provincias o regiones de 
China reveló que 10 de los 11 sistemas redujeron la desigualdad. En cuatro casos, Hong Kong, Malaysia, Sri 
Lanka y Tailandia, la distribución de beneficios se realizaba de manera igualitaria o para favorecer positiva-
mente a los pobres, y el 20 % de los más pobres percibieron un 20 % o más de los beneficios. Vietnam no 
se quedó muy por detrás. En otros cinco casos (Bangladesh, India, Indonesia y las regiones chinas de Gansu 
y Heilongjiang), los sistemas públicos de asistencia sanitaria eran relativamente progresivos. Solo en Nepal, 
el sistema no era progresivo en sus efectos (antes del cambio de régimen) (O’Donnell et al., 2007).

Otro estudio que comprendía a más de 70 países en desarrollo y en periodo de transición del comunis-
mo reveló que los pobres obtenían dos veces más beneficios que el resto: «El impacto absoluto del gasto 
en sanidad pública sobre el estado de salud de los pobres es dos veces mayor que sobre los que no son 
pobres…. En cuanto a la tasa de mortalidad infantil, un aumento del 1 % del gasto público en salud reduce 
la mortalidad infantil el doble entre los pobres. Las tasas de mortalidad infantil siguen un pauta similar» 
(Gupta et al., 2003).

Educación Los servicios públicos de educación tienen múltiples impactos sobre la igualdad: 
· Hacen que la educación esté igualmente disponible para todos, hombres y mujeres, sin barreras a la 

asequibilidad;
· Mejoran las perspectivas laborales y de desarrollo humano de los niños de los hogares más pobres, las 

mujeres y otros grupos desfavorecidos; y
· Aumentan los ingresos disponibles al reducir o erradicar la necesidad de gastar dinero en educación, 

cuyo beneficio es proporcionalmente mayor en los hogares más pobres.  Estos efectos son mayores cuando 
la educación es universal, sin tasas directas o indirectas. El beneficio del gasto público sobre los colegios 

de educación primaria es bastante similar, o mayor, 
para los hogares más pobres, por lo tanto es pro-
gresivo. Pero en la educación secundaria ocurre lo 
contario, y el mayor beneficio se dirige a los grupos 
de ingresos más altos; en la educación superior, la 
universitaria, se incluso favorece más a los grupos 
más acomodados.

La tabla 5.2 resume el análisis sobre los benefi-
cios del gasto en educación en los países en desa-
rrollo y muestra los diferentes modelos: 

· En la educación primaria, en casi todas las re-
giones, el 20 % más pobre obtiene igual o más be-
neficios que el 20 % más rico en todos los grupos 
de países: así que es igual o progresivo en términos 
absolutos;

· En la educación secundaria, los beneficios ab-
solutos son mayores para los grupos de ingresos 
más altos, pero los pobres siguen obteniendo una 
proporción mayor del beneficio que sus ingresos en 
efectivo, por lo que el impacto es todavía relativa-
mente progresivo en todas la regiones; y

· Esto es cierto para el gasto en educación en 
su conjunto, incluso cuando se incluye la educación 
universitaria, y en África y Asia: el 20 % de la pobla-
ción más rica obtiene tres veces más beneficios que 
los más pobres, mientras que sus ingresos en efecti-
vo son muchos mayores que los de los más pobres.  

Sin embargo, reducir el gasto relativo a los cen-
tros de secundaria o universidades no mejorará la 
igualdad, e incluso dificultaría aún más el acceso de 
los hijos de familias más pobres a los centros de se-
cundaria, por lo que se reducen las oportunidades 
de igualdad.  
Infraestructuras e igualdad   Entre los ser-
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África subsahariana 
Asia y Pacífico  

Oriente Medio y Norte de África 
Transición

Hemisferio Occidental 
Total

No. de 
países 

10
4
2
7

14
37

el 20 % 
más pobre 

obtiene 
17.8
20.3
24.7
19.3
29.5
22.8

El 20 % 
más rico 
obtiene 

18.4
16.9
12.4
20.0

9.4
15.1

el 20 % 
más pobre 

obtiene 
7.4
8.3

11.0
12.5
15.1
11.3

El 20 % 
más rico 
obtiene 

38.7
37.3
24.4
24.6
17.8
27.9

el 20 % 
más pobre 

obtiene 
5.2
2.5
4.0
8.7
4.7
5.4

El 20 % 
más rico 
obtiene  

54.4
69.0
46.9
32.6
41.6
46.3

el 20 % 
más pobre 

obtiene
12.8
12.4
15.3
15.3
19.2
15.8

El 20 % 
más rico 
obtiene 

32.7
34.8
24.1
24.0
20.7
26.3

Gasto en educación 
primaria 

Gasto en educación 
secundaria 

Gasto en educación 
superior 

Total del gasto en 
educación 

Tabla 5.2: Proporción de los quintiles más pobres y más ricos según el gasto público en educación (Década de los 90)

Fuente: Davoodi et al., 2010.

vicios públicos se incluyen las infraestructuras que conectan a las personas a las redes. Incluye carreteras, 
electricidad, agua, saneamiento y telecomunicaciones. Además de ser muy importante para apoyar el cre-
cimiento económico y las actividades empresariales, ofrece importantes beneficios económicos y sociales a 
las familias y comunidades. 

Estas infraestructuras o servicios en red tienen un impacto doble sobre la desigualdad. En primer lugar, la 
calidad de vida mejora directamente como resultado de los propios servicios: el acceso de las comunidades 
a las cañerías de agua y saneamiento mejora la salud, el acceso a la electricidad facilita la lectura y la educa-
ción, además del uso de equipos eléctricos como la radio y la televisión y, las carreteras, las vías ferroviarias 
y las telecomunicaciones aportan una mayor movilidad y capacidad para comunicarse. 

En segundo lugar, mejoran la igualdad de ingresos debido a que las personas tienen mejores oportunida-
des de ganar más cuando tienen acceso a las carreteras, la electricidad y las telecomunicaciones. En todos 
los continentes existe una fuerte correlación entre el acceso a las carreteras, la electricidad y el agua y el sa-
neamiento, y una mayor igualdad. Este impacto igualador de las infraestructuras es, por ejemplo, mayor que 
el de los impuestos y los beneficios en los países de Latinoamérica (aunque no sea tan grande como el valor 
de los servicios de salud y educación, ver arriba). El gráfico siguiente muestra el alcance de este enfoque 
en todos los continentes, medido según una reducción del coeficiente de Gini. (Calderón y Servén, 2008).

Gráfico 5.6: Mejoras en la igualdad de ingresos causadas por el desarrollo de infraestructuras por regiones durante las décadas de los noventa y 2000 

Fuente: Calderón y Servén, 2008.
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En tercer lugar, cuando las empresas de 
servicios públicos se gestionan como ser-
vicios públicos, las subvenciones cruzadas 
pueden ser una forma potente de hacer 
que los servicios sean accesibles y asequi-
bles para todos. Los usuarios más ricos de 
un servicio, incluyendo los usuarios que 
son empresas, pueden gravarse más que 
las viviendas ordinarias, y el dinero extra 
se puede utilizar para financiar la inver-
sión en el sistema en beneficio de todos, 
o para reducir el precio para los consumi-
dores más pobres, o para pagar por otros 
servicios públicos. Por lo tanto, reduce la 
desigualdad mediante la transferencia de 
recursos desde los ricos, o las empresas, a 
los pobres, como reconocen los investiga-
dores del Banco Mundial: «La aplicación 
de programas de bienestar mediante sub-

Gráfico 5.7: Servicios públicos e infraestructuras como indicadores de desarrollo 

Fuente: Alkire et al., 2013.

venciones cruzadas transparentes para las tarifas de los servicios públicos, especialmente si se lleva a cabo de 
tal forma que solo se vean afectados los cargos fijos, podrían ser más eficientes que un programa de alivio 
de la pobreza general realizado con fondos fiscales generales» (Estache et al., 2001). 

Estos servicios son de gran valor para los países en desarrollo. Por ejemplo, los servicios de infraestructu-
ras han sido un factor importante en los procesos democráticos de la India, donde el eslogan «bijli, sadak, 
pani» (electricidad, carreteras y agua) se utiliza ampliamente en las campañas electorales ya que los votantes 
reconocen la importancia de estos factores. Estudios sobre la vivienda en varios Estados diferentes aportan 
pruebas sistemáticas de que estas infraestructuras se sitúan, junto a la educación, a la cabeza de las deman-
das de los votantes (Khemani, 2010).)

Su importancia queda reflejada también en la nueva medida de la pobreza y desarrollo utilizada ahora 
por el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo, gráfico 5.8, que presenta tres dimensiones: sa-
lud, educación, y nivel de vida. La medición de los niveles de vida se centra en las infraestructuras públicas: 
el acceso al agua, el saneamiento y la electricidad representan la mitad de las mediciones que se utilizan 
para los niveles de vida. Así que la gran mayoría de factores que marcan la diferencia entre la pobreza y el 
desarrollo humano tienen que ver con el nivel de servicios públicos. 
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Agua pública e igualdad
La importancia de las prestaciones del sector público se puede constatar comparando la inversión en 

agua y servicios de saneamiento del departamento de Maldonado, en Uruguay. En 1993, se privatizaron 
los servicios relativos al agua y en 2000, el saneamiento; ambos volvieron a ser de propiedad pública en 
2004, tras un referéndum. Un estudio comparó la evolución relativa a la conexión al alcantarillado de las 
viviendas en ambos periodos y reveló que, mientras la privatización tuvo un impacto reducido sobre el 
acceso a la red de saneamiento, el retorno a la titularidad pública generó un aumento en el acceso a las 
redes de saneamiento del 15 %. «Los principales beneficiarios fueron los más pobres»…«El 25 %  más 
pobre tuvo un acceso mayor a la red durante el periodo de nacionalización que durante el de privatiza-
ción». Bajo la titularidad pública, se produjo además una gran e importante mejora en la calidad del agua 
(Borraz et al., 2013).

Electrificación rural, igualdad de género y desarrollo  
Sudáfrica ha aumentado masivamente el número de viviendas conectadas al sistema de electricidad, 

que fue financiado primero a través de subvenciones cruzadas y mediante ingresos fiscales después, 
mientras que el programa permanente se financia a través de un fondo nacional del Estado. El porcen-
taje de población con acceso a la electricidad aumentó del 40 % en 1994 al 66 % en 2002: a mediados 
de finales de 2006, más de 3,3 millones de viviendas estaban conectadas. Sudáfrica aporta también 
subvenciones para permitir a las viviendas pobres recibir 50 kWh al mes de forma gratuita, con tarifas 
reducidas una vez sobrepasada esta cantidad. Para finales de 2006, ya se habían beneficiado un millón 
de viviendas (Dubash 2002, Eskom, 2006).

Un efecto de la electrificación rural es liberar a las mujeres de sus obligaciones domésticas relativas a la 
recogida de combustible y permitirles encontrar un trabajo remunerado. En Sudáfrica, en los cincos años 
de electrificación, se produjo un fuerte descenso del uso de la madera como combustible para cocinar, y 
un 13,5 % de aumento del empleo femenino, aunque tuvo poco efecto sobre el empleo masculino. Los 
efectos del empleo fueron mayores para las mujeres de entre 30 a 50 años pertenecientes a comunida-
des de ingresos medios o bajos (Dinkelman, 2008).
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Beneficios, pensiones e igualdad   Los sistemas de seguridad social en sí son servicios públicos que 
ofrecen apoyo a las personas en situación de vulnerabilidad y pobreza, aportando pensiones a los mayores, 
beneficios para la infancia destinados a los jóvenes y prestaciones de desempleo a los que no tienen trabajo. 
Los sistemas de beneficios redistribuyen los ingresos dentro de un país y por lo tanto pueden ser aplicados 
por todos los países: «Su coste se encuentra incluso al alcance de los países más pobres, aunque hacerlo 
asequible requiere de voluntad política» (Hagemejer, 2009).

Los efectos potenciales son considerables, como muestra el ejemplo de Brasil en el gráfico siguiente. Este 
país ha sido una de las sociedades con mayores desigualdades del mundo pero se está convirtiendo cada 
vez en más igualitaria como resultado de la expansión de los beneficios de la seguridad social durante los 
gobiernos de Lula y Roussef. El gasto en beneficios aumentó del 6,9 % del PIB al 8,9 % del PIB a través de 
la Bolsa Familia y otras medidas orientadas hacia las familias más pobres, y fue una de las razones por las 
cuales los ingresos de las familias más pobres aumentaron más rápidamente en los sietes años posteriores 
a 2002. En Brasil, se introdujo otro programa en 2011, Plano Brasil Sem Miséria (PBSM — Brasil sin pobreza 
extrema), que se espera reduzca aún más la desigualdad (Hailu 2009, Silveira et al., 2013).

Servicios públicos y distribución de los ingresos  Parece ser que una mayor prestación de ser-
vicios públicos y una mayor igualdad de ingresos se refuerzan mutuamente. Una evaluación de los efectos 
de los cambios en la fiscalidad y el gasto público en 150 países, desde 1970 a 2009, resumida en el gráfico 
siguiente, reveló que el gasto en sanidad y vivienda púbicas tiene un impacto incluso mayor sobre la mejora 
de la igualdad relativa a los ingresos en efectivo que el mismo gasto en beneficios de seguridad social: «Una 
proporción mayor del PIB destinada a los gastos públicos en bienestar social, educación, salud y vivienda 
tiene un impacto positivo sobre la distribución de los ingresos, individual o colectivamente» (Martínez-Váz-
quez, et al., 2012). Un análisis del impacto de las medidas de austeridad reveló que los recortes en el gasto 
son los que más empeoran la desigualdad (Woo et al., 2013).

Gráfico 5.8:  Brasil: Viviendas pobres que más se benefician de la Bolsa Familia

Fuente: Silveira et al., 2013.
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Otras lecturas  Entre los informes recientes sobre igualdad que destacan también el papel del gasto 
público y los servicios público, figuran: Ortiz y Cummins, 2011; Lustig et al., 2012A;  Dhaxton et al; 2012; 
Verbist et al; 2012; y PSIRU 2014A. El FMI ha elaborado dos informes sobre cómo la desigualdad perjudica 
al crecimiento económico y sobre la relevancia de la financiación pública para la igualdad: «The IMF’s Work 
on Income Inequality», 2014, http://www.FMI.org/external/np/fad/inequality/. 

Gráfico 5.9: Austeridad desigual: efectos sobre la desigualdad de los cambios en la fiscalidad y el gasto público 

Fuente: calculada por Martínez-Vázquez, et al., 2012, tabla 4.
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Los ingresos del Estado se componen de diferentes clases de impuestos y de ingresos procedentes 
de otras fuentes. Los países con un PIB más elevado tienen niveles impositivos más altos, así que un 
nivel creciente de fiscalidad es parte fundamental del desarrollo económico. La cifra total tiene que 

ser suficiente como para pagar el gasto en servicios públicos y seguridad social, y la presión fiscal debería ser 
distribuida de forma justa. Pero las políticas neoliberales han intentado reducir la fiscalidad y hecho que la 
presión fiscal pase de imponerse sobre los ricos y los beneficios de las sociedades a la gente corriente. Todos 
los países podrían aumentar sus ingresos  de manera sustancial con solo aumentar los impuestos sobre los 
ingresos altos, los bienes inmuebles y los beneficios de las sociedades. Ello exige actuar para fortalecer los 
sistemas de recaudación fiscal y solucionar la evasión de impuestos y los paraísos fiscales.  

Nivel impositivo  La fiscalidad no es una  carga sino una parte esencial del desarrollo político, económi-
co y social. Conforme las economías crecen, los ingresos fiscales aumentan como proporción del PIB: «Los 
países ricos recaudan una proporción mucho mayor de ingresos en impuestos que los países pobres», como 
indica el primer gráfico. Unos ingresos fiscales más elevados son fundamentales para el desarrollo: «El poder 
de la fiscalidad es central para el desarrollo del Estado». El segundo gráfico muestra cómo ha aumentado el 
nivel impositivo de forma continuada en los últimos cien años (Besley y Persson, 2013).

Financiación pública: 		
impuestos e ingresos

Hasta finales de los noventa, los países de ingresos altos aumentaron una proporción creciente de su PIB 
gracias a los impuestos pero, desde entonces, las políticas neoliberales que promueven el mercado libre y 
están dirigidas a reducir el papel del sector público han intentado mantener bajo el nivel impositivo, como 
se puede ver en el gráfico 6.2. Sin embargo, unos niveles impositivos bajos no son una ventaja económica y 
no contribuyen a que los países eviten la crisis: Irlanda, España, Grecia y Portugal tenían los niveles impositi-

Gráfico 6.1: Un PIB más elevado implica una fiscalidad más elevada 

 Fuente: Besley y Persson, 2013. 
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Estructuras impositivas  La presión fiscal depende de los tipos de impuestos que se apliquen. Las 
empresas y los ricos pagan impuestos por sus beneficios, las propiedades y los ingresos más elevados. Pero 
la gente corriente paga de forma desproporcionada en concepto de contribuciones a la seguridad social e 
impuestos sobre el gasto en consumo, y continúa pagando los impuestos sobre la renta, que ahora repre-
sentan la principal presión fiscal. 

En los países de ingresos altos, los impuestos sobre los beneficios de las sociedades suponen actualmente 
solo el 9 % de todos los impuestos, más o menos al igual que en los años sesenta, a pesar de que los be-
neficios de las empresas representan ahora una proporción mucho mayor del PBI. Los impuestos sobre los 
bienes inmuebles contribuyen con solo un 5 %, mucho menos que en la década de los sesenta. Los países 
han reducido sus impuestos sobre la importación como resultado de la liberalización del mercado. El gráfico 
6.3 resume la posición de los países más desarrollados miembros de la OCDE.

Según el Fondo Monetario Internacional (FMI), «los sistemas tributarios de todo el mundo han sido cada 
vez menos progresivos desde comienzos de los ochenta. Ahora dependen más de los impuestos indirectos, 
que son, por lo general, menos progresivos que los impuestos directos; y dentro de estos últimos, la progre-
sividad de impuestos sobre la renta de las personas ha descendido, lo que refleja de manera más notable los 
recortes pronunciados en el tipo marginal superior del impuesto» (FMI 2011B, FMI 2013).

Gráfico 6.2: Ingresos fiscales como porcentaje del PIB 1965-2010 (promedio de países de la OCDE)

Fuente: OCDE, 2014B. 

Fuente: OCDE, 2014B.

vos más bajos de los «antiguos» países de la UE y ahora son los que más se han visto afectados por la crisis 
(Euromemorandum, 2014).

Gráfico 6.3: Estructuras impositivas en los países de la OCDE en 2010 (como % total de ingresos fiscales)
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Los países en vías de desarrollo están recaudando más ingresos de los impuestos sobre las sociedades que 
en años anteriores, pero los índices efectivos han descendido y la evasión de diferentes tipos, incluyendo el 
uso de los paraísos fiscales, supone que estos ingresos sean mucho menores de lo que deberían. Los impues-
tos sobre la renta de las personas físicas desempeñan un papel mucho menor que en los países de ingresos 
altos, y los ricos y miembros de las élites evitan este tipo de impuestos, así que en la práctica los impuestos 
sobre la renta se recaudan «casi por entero a partir de los salarios retribuidos a los empleados de las grandes 

empresas y el sector púbico» 
(FMI, 2011B).

Fiscalidad sobre las em-
presas  Las empresas han 
reducido los impuestos que 
pagan de varias formas, inclu-
yendo la reducción de los tipos 
impositivos, las exenciones y 
las desgravaciones especiales, 
y la evasión fiscal en general. 
En todas las regiones del mun-
do, el tipo impositivo efecti-
vo sobre los beneficios de las 
sociedades ha descendido de 
manera continuada en los úl-
timos 20 años, como indica el 
gráfico 6.4. 

En África, el tipo impositivo 
medio efectivo sobre los bene-
ficios de las sociedades es casi 
de cero, como resultado de 
los recortes en el tipo imposi-
tivo oficial y la introducción de 
«regímenes especiales» que 
aportan desgravaciones y ex-
cepciones a las empresas bajos 
diversos apartados. Mientras, 
en Europa, los tipos impositi-
vos sobre los beneficios de las 
sociedades han caído brusca-
mente desde hace más de 20 
años. En numerosos países las 
empresas tienen ahora tipos 
impositivos muchos más redu-
cidos sobre sus beneficios que 
las personas sobre su renta 
(Euromemorandum, 2014).

Pago de intereses Los prin-
cipales regímenes fiscales de 
las sociedades no hacen que 
se tributen impuestos por los 
beneficios que son pagados 
como pago de intereses. La 
eliminación de esta concesión 
no solo haría aumentar los in-
gresos procedentes de la tribu-
tación de las sociedades, sino 
que también combatiría los 
niveles altos de deuda de las 
sociedades, que han sido uno 

Gráfico 6.4: Descenso de los tipos impositivos sobre las empresas– tipo medio efectivo por región

Fuente: Abbas y Klemm, 2012. 
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Una fiscalidad más alta sobre las sociedades no ahuyenta a los inversores
Las empresas multinacionales pueden elegir el lugar donde llevar a cabo su actividad empresarial, lo que significa 

que pueden decidir operar en países con tipos impositivos más reducidos sobre sus beneficios. Por lo tanto, los países 
se ven presionados a reducir sus niveles de fiscalidad sobre las sociedades con el fin de atraer la inversión, ofreciéndo-
les reducciones especiales o desgravaciones y zonas de libre comercio, donde los beneficios de las empresas no son 
fiscalizados. 

Pero las pruebas empíricas constatan que los países no deberían reducir sus tipos impositivos por esta razón. Un 
estudio del FMI en 44 países en vías de desarrollo reveló que el aumento de los tipos impositivos no disuade a la in-
versión en general ni a la inversión extranjera directa en particular: un tipo impositivo más elevado sobre los beneficios 
de las sociedades lleva directamente a unos ingresos fiscales más elevados (Abbas y Klemm, 2012).

Otra investigación ha revelado que: 
· Las multinacionales de EE UU no se ven influidas en absoluto por el tipo de impuesto de sociedades a la hora de 

decidir dónde invertir;
· Las multinacionales japonesas son las que más se ven influidas por una buena infraestructura púbica en vez de por 

los tipos impositivos (Slemrod, 2007); 
· El capital humano y social es el factor determinante más importante en la distribución de las inversiones en Europa 

Oriental y Asia Central (Deichmann et al., 2003); y 
· En los países europeos, las decisiones en materia de inversión se ven mucho más afectadas por factores como el 

rendimiento económico y los buenas relaciones de producción que por las diferencias en los tipos impositivos (Hans-
son y Olofsdottor, 2013).

de los factores de la crisis financiera: «La eliminación de la tendencia a la deuda habría reducido en un 20 
% o más la probabilidad de crisis en varios países» (FMI 2013, FMI 2012B). 

Evasión de impuestos  Las empresas multinacionales, 
con la ayuda de las asesorías fiscales multinacionales y los 
bancos, encuentran muchas formas de evitar los impuestos 
entre las que normalmente figuran las transferencias entre 
diferentes partes del negocio. Empresas como Amazon, 
Google y Starbucks son ahora famosas por este tipo de prác-
ticas. El cuadro ofrece ejemplos de cómo lo llevan a cabo. 

No solo así se evaden impuestos sino que se utilizan, en 
concreto, como forma de sacar grandes cantidades de di-
nero fuera de los países en desarrollo. Un informe elabo-
rado por Global Financial Integrity y el Banco Africano de 
Desarrollo reveló que el mundo en desarrollo perdió 859 mil 
millones de dólares (620 mil millones de euros) en salidas 
ilícitas de capitales en 2010, un aumento del 11 % respecto 
a 2009. La mayor parte de estas salidas se logró a través de 
la «facturación comercial falsa». Las empresas generan fac-
turas falsas por bienes o servicios inexistentes. En 2013, por 
ejemplo, la sociedad Ralph Lauren, admitió que utilizó factu-
ras falsas para evitar sobornos a los oficinales de aduanas en 
Argentina (GFI, 2013). 

Paraísos fiscales  La forma más completa de escapar 
de la tributación es utilizando los paraísos fiscales, que son 
países que no gravan impuestos sobre los beneficios de las 
sociedades y demandan muy poca información de las em-
presas inscritas a su jurisdicciones o de los individuos que 
tienen cuentas allí. Las investigaciones sobre los paraísos fis-
cales revela que:

· Entre 20 y 32 billones de dólares (14-23 billones de eu-
ros) se ocultan en más de 80 jurisdicciones «extraterritoria-
les» que aplican el secreto bancario;
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· Dos tercios de esta riqueza mundial extraterritorial, más de 12 billones de dólares (8,7 billones de euros), 
se oculta en paraísos fiscales asociados a la UE, como Luxemburgo, Andorra o Malta;

· Un tercio de esta riqueza extraterritorial se asienta en paraísos fiscales asociados a Reino Unido, como las 
Islas Caimán, Islas del Canal y las Bahamas;

· Casi la mitad de toda la inversión en los países en desarrollo se aplica a través de los paraísos fiscales;
· Entre 7,3 y 9,3 billones de dólares (5,3-6,7 billones de euros) es dinero que las élites privadas de los países 

en desarrollo han acumulado desde la década de los setenta;
· Casi la mitad del dinero invertido en los países en desarrollo se canaliza a través de paraísos fiscales;
· La OCDE calcula que los países en desarrollo están perdiendo tres veces más dinero en los paraísos fiscales 

que la ayuda que perciben en realidad cada año;
· Si se contabilizara el dinero que hay en los paraísos fiscales, los países en desarrollo no tendrían ninguna 

deuda, pero a finales de 2010, eran acreedores de una cantidad de entre 10,1 a 13,1  billones de dólares (7,3-
9,5 billones);

· 250 mil millones de dólares (180 mil millones de euros) de ingresos se pierde cada año debido a que los 
ricos mantienen su patrimonio en los paraísos fiscales; y

· Los principales bancos mundiales son los actores fundamentales en muchos paraísos fiscales y, por lo 
tanto, son los que esencialmente permiten el sistema de injusticia fiscal. Los primeros 50 bancos privados 
internacionales gestionan en su conjunto 12,1 billones de dólares (8,7 billones de euros) en activos invertidos 
transfronterizos procedentes de clientes privados. 

(TJN 2012, ICIJ 2013, Oxfam 2013, Actionaid, 2013, Zucman, 2013).

El gran potencial de los ingresos fiscales más elevados  Se pueden y deben recaudar mucho 
más ingresos fiscales procedentes de los ingresos altos, la riqueza, los beneficios de las sociedades, las 
transacciones financieras, y de los bienes raíces y los bienes inmuebles. El FMI, entre otros, estima que el po-
tencial extra de los ingresos procedentes de algunas de estas fuentes equivale al 11 % del PIB. Unos índices 
impositivos más altos sobre los ingresos superiores podrían aportan una recaudación extra del 1,9 % del PIB 

Cómo las multinacionales eluden el pago de impuestos
«El diseño preciso de los planes de planificación fiscal refleja las espe-

cificidades de los sistemas tributarios nacionales, pero entre las estrate-
gias comunes se encuentran:  

· Traspaso de los beneficios a jurisdicciones de baja tributación.  Los 
precios abusivos de las transferencias es un tema destacado del debate 
público, pero existen otros muchos mecanismos que pueden utilizarse 
con el mismo efecto, como la prestación directa de servicios y la locali-
zación de los derechos de propiedad intelectual en jurisdicciones de baja 
tributación; 

· Aprovechar las deducciones de los países con una fiscalidad alta... 
como, por ejemplo, tomando dinero prestado allí para prestarlo a las 
filiales en jurisdicciones de baja tributación; 

· ... y tantas veces como sea posible, la trasmisión, a través de empresas 
canalizadoras, de los fondos recaudados a través de préstamos que pue-
den permitir a las empresas obtener deducciones por los intereses varias veces (sin imputar los impuestos 
sobre las facturas); 

· Explotar las divergencias: las oportunidades de arbitraje fiscal pueden ser mayores si los diferentes 
países consideran a una misma entidad o instrumento financiero de manera diferente; 

· «Búsqueda del tratado más favorable»; se pueden explotar las redes de los acuerdos de doble imposi-
ción para dirigir los ingresos con el fin de reducir los impuestos; 

· Retrasar la repatriación de ganancias; las multinacionales con sede en países que operan en sistemas 
de todo el mundo pueden diferir la fiscalidad de sus ingresos comerciales obtenidos en el extranjero hasta 
que sean retribuidos a la empresa matriz. 

· Reflexiones: De esta manera, muchas empresas explotan los complejos sistemas de evasión, y muchos 
países ofrecen instrumentos para hacerlo posible, tantos que los ejemplos son odiosos. No obstante, el 
«Doble Irish Dutch Sandwich», un plan de evasión de capitales asociado popularmente a Google, sirve 
como un ejemplo útil de estas complejidades en la práctica. El diagrama muestra cómo funciona. 

(FMI, 2013A).
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con un 1,1 % procedente de los impuestos sobre la riqueza, un 3 % sobre los impuestos sobre los bienes 
inmuebles y un 3 % de los impuestos de sociedades (FMI 2013A). El impuesto de transacciones financieras 
(ver abajo) podría contribuir con otro 2 % del PIB (Schulmeister 2009). 

En términos generales representaría un enorme aumento de los ingresos fiscales: en los países de in-
gresos altos supondría un aumento del 33 %, un 50 % extra en los países de ingresos medios, y un 70 % 
adicional en los países de ingresos bajos. 

El FMI estima además que la deuda pública de todos los países podría recuperarse a los niveles de 2007 
mediante un impuesto general del 10 % sobre la riqueza privada (FMI 2013A).

El FMI sobre la fiscalidad
· «Si los tipos impositivos solo sobre el 1 % superior volvieran a los niveles de los ochenta, se podría 

recaudar un 0,2 % extra del PIB en impuestos. En algunos países como, por ejemplo, EE UU, la ganancia 
sería aún mayor».

· «En principio, los impuestos sobre la riqueza ofrecen también un importante potencial de ingresos a 
un coste de eficiencia relativamente bajo…… ya que el aumento del interés público y de la cooperación 
internacional genera apoyo y reduce las oportunidades de evasión…».

· «… Los impuestos sobre las transacciones son atractivas a nivel administrativo, ya que estas transac-
ciones se pueden observar a menudo con bastante facilidad (los impuestos de timbre sobre la venta de 
participaciones en Reino Unido, por ejemplo, son uno de los impuestos más baratos que hay por libra 
recaudada), y hay fuertes incentivos para su cumplimiento cuando la observancia de la titularidad jurídica 
está condicionada al pago».

· «La movilización de recursos debería centrase en ampliar las bases impositivas de los ingresos y so-
bre el consumo y en extender los impuestos de sociedades y de la renta sobre las personas mediante la 
reducción de las exenciones fiscales y la mejora de su cumplimento». 

· «El reconocimiento de que el marco fiscal internacional se ha suspendido desde hace tiempo. Aun-
que la cifra es difícil de cuantificar, también se pueden obtener importantes beneficios mediante su re-
forma. Esto tiene una importante particular para los países en desarrollo, dada su mayor dependencia en 
la tributación de las sociedades, donde a menudo los ingresos de estos tributos proceden de un puñado 
de multinacionales».

· 	 «La reforma de la fiscalidad internacional… debe ir más allá del control de las artimañas para mini-
mizar la tributación y abordar aspectos más fundamentales como la distribución de las bases impositivas 
entre países y formas mejores de conseguir ganancias mutuas procedentes de una cooperación más es-
trecha en materia fiscal. …Un avance sustancial probablemente requiera de la mejora de la cooperación 
internacional para dificultar aún más el que los más pudientes evadan impuestos al colocar fondos en 
otros lugares y simplemente no informando como sus propias autoridades fiscales en principio requieren. 
Una estimación rigurosa cifra en unos 4,5 billones de dólares (3,3 billones de euros) los activos familiares 
sin registrar localizados en paraísos fiscales. Para contener esta práctica de reubicar las activos a fin de 
evitar tributar es necesario que los países sean capaces y estén dispuestos a intercambiar información 
sobre los ingresos y activos de los residentes en cada uno de ellos» (FMI 2013A, Bastagli et al., 2012).

Impuesto sobre las transacciones financieras  La propuesta para un impuesto general sobre las 
transacciones financieras, a menudo llamado la «tasa Tobin», por el Nobel de Economía que lo defendía 
como una forma de disuadir este tipo de transacciones para proteger a las divisas de la volatilidad de los 
flujos especulativos de entrada y salida. Muchos países aplican con éxito impuestos similares: China, Hong 
Kong, India, Indonesia, Italia, Singapur, Sudáfrica, Corea del Sur, Suiza, Taiwán y Reino Unido. Todos ellos 
recaudan impuestos sobre la adquisición o venta de participaciones de las sociedades. Si se aplicara a nivel 
mundial, el impuesto de transacciones financieras podría recaudar más de 1 billón de dólares al año (720 
mil millones de euros), el 2 % del PIB mundial, incluso con un tipo del 0,01 %. Un impuesto sobre las 
transacciones monetarias más limitado podría recaudar entre 25 y 33 mil millones de dólares (18-24 mil 
millones de euros) al año (Taskforce, 2010). En principio, el respaldo político a esta idea ha ido en aumento 
durante algunos años. En 2013, la UE propuso una directiva para un marco para los impuestos sobre las 
transacciones financieras en Europa (UE 2013, Thornton Matheson, 2011). 

Impuestos sobre la tierra y los bienes inmuebles  Las ventajas del impuesto sobre los bienes in-
muebles es que es justo, difícil de evitar y repercute sobre las personas con activos cuyos valores aumentan 
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por los servicios públicos y las infraestructuras. Existe una amplia variación entre países en cuanto a la fiscalidad 
sobre la propiedad y, por lo tanto, un potencial considerable de recaudación a partir de estas fuentes.

El impuesto sobre los bienes raíces (la tierra) es incluso más amplio, porque todos los bienes raíces tributan, 
no solo los edificios que hay sobre la propiedad. También tributa el valor que los terratenientes obtienen del 
crecimiento económico y los aumentos de los precios de la propiedad. Hong Kong utiliza este tipo de impuesto 
para recaudar el 38 % de sus ingresos. En los últimos 250 años, varias personalidades han estado a favor del 
impuesto sobre los bienes raíces, entre ellos Adam Smith, Tom Paine y Winston Churchill, quienes argumenta-
ban que las infraestructuras aumentan el valor de la tierra, pero el terrateniente, «no presta ningún servicio a la 
comunidad, ni contribuye en nada al bienestar general o al proceso por el cual deriva su propio enriquecimien-
to». (McLean, 2004).

Política y recaudación de impuestos  Mejorar la recaudación de impuestos exige voluntad política y más 
recursos para luchar contra la evasión de impuestos. En Latinoamérica, la elección de gobiernos de izquierdas ha 
ocasionado un «importante y sustancial» aumento de los ingresos fiscales. Un informe publicado por el Banco 
de Desarrollo Interamericano (IADB) reveló que los gobiernos de izquierdas de Latinoamérica recaudaron un 2,1 
% extra del PIB en impuestos, una suma importante para el promedio del 14 % del PIB que es recaudado en 
impuestos en la región. Además, esto se llevó a cabo incentivando los impuestos progresivos. 

El mayor efecto se debió a un aumento de los ingresos procedentes de los impuestos sobre la renta, recauda-
dos principalmente entre los más acomodados, donde los gobiernos de izquierdas recaudaron un 1,3 % extra 
del PIB. Se produjo un aumento de la recaudación de más de un tercio del promedio de los ingresos procedentes 
de los impuestos sobre la renta en la región, equivalente al 3,6 % del PIB. Pero los gobiernos de izquierdas no 
aumentaron los impuestos regresivos, que perjudican más a los que tienen menores ingresos, ni los impuestos 
indirectos sobre el consumo, e incluso descendieron las contribuciones a la seguridad social. El documento 
concluye que «la ideología importa en asuntos de fiscalidad, y su impacto es considerable» (Stein y Caro, 2013). 

El propio IADB ha identificado la mejora en la recaudación de impuestos y su cumplimento como claves para 
el desarrollo, demandando a los gobiernos que, «reformen nuestros regímenes fiscales que están distorsiona-
dos y son inadecuados y regresivos para convertirlos en aliados del crecimiento económico, la movilidad y la 
igualdad social… Las administraciones tributarias deben fortalecerse para que todos los ciudadanos y empresas 
cumplan con sus obligaciones». Incluso el FMI describe la mejora del cumplimiento en materia fiscal como «de-
safío principal» (Besley y Persson 2013, OCDE, FMI 2013, IADB, 2013).

Una voluntad política similar se percibe también en otros países que han elegido a gobiernos de centro-iz-
quierda. En 2009, por ejemplo, el ministro de finanzas de India anunció que el gobierno estaba aumentando 
los recursos destinados a la recaudación de impuestos y para ello utilizó una imagen difícil de olvidar para los 
trabajadores: «Nuestros recaudadores de impuestos son como abejas que recolectan néctar de las flores sin 
molestarlas, pero esparcen su polen para que todas las flores puedan crecer y dar frutos» (Discurso sobre el 
presupuesto de India, 2009).

Otras lecturas 
La red por la justicia fiscal (TJL) http://www.taxjustice.net/ elabora una cantidad de informes (eg TJN 2012) 

y datos sobre los problemas relativos a la evasión de impuestos y los paraísos fiscales y la importancia de la 
justicia fiscal para el desarrollo. 

El Consorcio internacional de periodistas de investigación (ICIJ) ha publicado datos sobre los individuos que 
esconden su dinero en los paraísos fiscales de todo el mundo (ICIJ 2013).

Las instituciones convencionales están reconociendo ahora la importancia de la tributación para el desa-
rrollo, entre ellos, el  Banco de Desarrollo Interamericano (IADB 2013), el Fondo Monetario Internacional (FMI 
2013A), y el informe anual del Banco Asiático de Desarrollo de 2014, Asian Development Outlook, «analiza 
cómo la política fiscal, tanto el gasto público como la movilización de ingresos, se puede utilizar para promo-
ver un crecimiento inclusivo» (ADB2014)

Las ONG internacionales están haciendo campaña activa a favor de una fiscalidad para el desarrollo, inclu-
yendo a Actionaid (Actionaid 2013).

Entre los informes recientes de PSIRU en materia fiscal figuran los informes sobre Asia (PSIRU 2013C) y 
África (PSIRU 2013D).
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Finanzas públicas: 
préstamo y deuda 
Los defensores de los programas de austeridad alegan que la deuda pública perjudica el crecimiento 

económico, pero no existen pruebas de ello, y un documento de la Universidad de Harvard que 
reivindica haber encontrado una relación ha sido desacreditado. El empréstito del Estado es un ins-

trumento económico clave para impulsar la actividad económica y es mucho más barato que el préstamo 
que conceden las empresas privadas, ya que hay que pagar intereses mucho más elevados. La privatización 
y las colaboraciones público-privadas no son necesarias, son costosas y suponen una forma perjudicial de 
recaudar dinero. 

Déficit y deuda estatales Tras la crisis financiera de 2008 y la consiguiente recesión, la política fun-
damental que se adoptó casi universalmente en 2009 para tratar la recesión fue el enfoque keynesiano de 
aumentar el déficit del Estado a fin de inyectar más demanda en la economía. Esto funcionó. 

debido a los déficits del Estado) o de una actuación del gobierno orientada a contrarrestar la recesión: 
estabilizadores automáticos, estímulos fiscales adicionales y apoyo al sector bancario (FMI, 2010C). En pe-
riodo de recesión, las empresas no están dispuestas a invertir debido a la falta de demanda, y las viviendas 
ahorran en vez de adquirir préstamos para protegerse de los efectos de la crisis. Los Estados son los únicos 
organismos capaces de prestar y estimular la demanda. 

Las políticas actuales para limitar los déficits públicos se basan en cifras arbitrarias, como la norma de la 
UE de que los déficits no pueden exceder el 3 % del PIB y la deuda no debe exceder el 60 % del PIB. Pero 
estas cifras están basadas en acuerdos políticos y en ninguna prueba económica.  

Los problemas de la financiación privada 
La venta de empresas estatales y municipales  Muchos gobiernos han recaudado grandes sumas 
de dinero por la venta de todas o algunas de sus participaciones en operaciones de titularidad estatal. Algu-
nos municipios han recaudado dinero también mediante la venta de sus acciones en empresas municipales. 
Los fondos se utilizan para saldar las deudas, reducir impuestos o invertir en otros servicios. Alrededor de 1,8 
billones de dólares (1,3 billones de euros) han sido recaudados de esta forma en los últimos 30 años. Pero 
las ganancias aparentes son irreales.  

Ahora, en muchos países se han aplicado políticas de austeri-
dad, especialmente en Europa, y otros países están sujetos a los 
programas del Fondo Monetario Internacional (FMI). Los defen-
sores de los programas de austeridad argumentan que la deuda 
pública daña el crecimiento económico, pero no hay pruebas 
que lo avalen. Un documento de dos economistas de Harvard, 
Reinhart y Rogoff, defendía que el índice de crecimiento eco-
nómico de los países de ingresos altos desciende de manera 
constante y precipitadamente una vez que el nivel de la deuda 
pública excede el 90 % del PIB. Pero su documento fue criticado 
por estar basado en un uso selectivo y erróneo de datos y téc-
nicas estadísticas y, cuando estos se corrigieron, «el crecimiento 
medio del PIB en las economías avanzadas con índices de deuda 
pública superiores al 90 % del PIB no era muy diferente a cuan-
do los índices de deuda del PIB son más bajos » (Herndon et al., 
2013). 

Los incrementos de la deuda y déficit públicos son la res-
puesta normal a los fenómenos económicos. Según cálculos del 
FMI, casi toda la deuda pública actual es el resultado combinado 
de la propia recesión (pérdida de ingresos procedentes de los 
impuestos debido a la recesión; pago más elevado de intereses 
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En primer lugar, el dinero percibido por la venta no es un regalo, sino un pago por el intercambio de un 
bien real, la empresa, y sus ingresos futuros. Así que la administración o el municipio pierden todos los ingre-
sos que hubieran obtenido de la empresa. El FMI aconsejó a Zambia la privatización de todas sus viviendas 
municipales y servicios del agua en los noventa, pero los municipios perdieron los ingresos procedentes de 
los alquileres y los recibos del agua que habrían utilizado para financiar otros servicios, y fue más dificultoso 
recaudar tributos locales de los propietarios privados.

En segundo lugar, las industrias a menudo son vendidas por menos de su valor real para animar a los 
compradores. Las empresas de electricidad de Reino Unido fueron vendidas por solo un tercio de su valor 
efectivo y las empresas de agua por solo un 4 % de su valor de sustitución. Así que los nuevos propietarios 
ganan a expensas del Estado y todos los Estados pueden continuar subvencionando a las empresas después 
de la privatización, por ejemplo, los operadores ferroviarios o los distribuidores de electricidad pueden ob-
tener subvenciones para mantener los billetes de tren o las tarifas reducidas. 

En tercer lugar, los consumidores pagan más cargos después de la privatización que de la otra forma. 
Esto se debe en parte al coste más elevado del capital privado. Los usuarios de agua ingleses pagan al año 
alrededor de mil millones de libras esterlinas (1,7 mil millones de dólares, 1,2 mil millones de euros) más de 
lo que necesitarían si fuera de titularidad pública. Y ello se debe en parte a que las empresas siempre explo-
tarán un monopolio: los precios del agua en Francia son, después de tener en cuenta otros factores, un 15 
% más elevados en las empresas privadas que en los sistemas gestionados por los municipios. 

La contabilidad creativa con las PPP  Las colaboraciones público-privadas (PPP por sus siglas en 
inglés) se utilizan también como una manera para recaudar dinero a través del sector privado para los 
caros proyectos de infraestructuras y evadir cualquier aumento aparente del préstamo público. En las PPP, 
el dinero es recaudado por el socio privado, por lo que el Estado no tiene que hacerlo, pero el puente, el 
túnel, la autovía, el colegio o el hospital todavía tienen que construirse. Las PPP son promovidas de mane-
ra activa por varias instituciones internacionales y gobiernos, incluyendo el Banco Mundial, el G20 de los 
países líderes industrializados, la Unión Europea y los países donantes.  

El principal problema es la creencia ilusoria de que las PPP aportan dinero privado para pagar las infraes-
tructuras, así que el Estado puede gastar su dinero en otra cosa. Pera la verdad es lo contrario. La gran 
mayoría de PPP dependen del caudal de ingresos procedentes de los pagos del Estado (para el hospital, el 
colegio, el ferrocarril, etc.), esto es, el gasto público (a excepción de las concesiones verdaderas, donde la 
empresa privada realiza toda la inversión a «su propio riesgo», esperando obtener los ingresos necesarios 
procedentes de los pagos realizados por los consumidores (por ejemplo, los cobros en concepto de servi-
cios del agua o peajes de carretera). Las PPP no apoyan al gasto público, sino que lo absorben. 

El segundo problema es que los gobiernos siempre pueden prestar dinero más barato que las empresas, 
así que recaudar dinero a través de las PPP siempre será una opción peor. Esto lo ha dejado muy claro el 
FMI: «…El préstamo procedente del sector privado generalmente cuesta más que el préstamo del Estado… 
En el caso de las PPP que sustituyen el préstamo estatal por el privado, los costes de financiación aumen-
tarán en la mayoría de casos…» (FMI 2004A, FMI 2004B). 

En 2011, un representante de las empresas privadas de Reino Unido involucrado en las PPP calculó que 
el coste medio extra del capital del sector privado sobre el préstamo convencional había sido del 2,2 % al 
año. El Financial Times calculó que esto suponía que el contribuyente británico, «estuviera pagando más 
de 20 mil millones de libras (3,4 mil millones de dólares, 2,4 mil millones de euros) extra en concepto de 
costes del préstamo, el equivalente a más de 40 nuevos hospitales grandes, por los 700 proyectos que los 
sucesivos gobiernos han adquirido dentro de la iniciativa de financiación privada....».

Por último, cuando las PPP se utilizan para financiar la inversión pública, los inversores privados intentan 
naturalmente protegerse contra los riesgos y la incertidumbre. Los gobiernos por lo tanto aportan por 
lo general alguna forma de garantía o acuerdo para asumir los riesgos, dando una mayor seguridad al 
inversor privado. Pero, como de nuevo comenta el FMI, «… recurrir a las garantías para garantizar la finan-
ciación privada puede exponer al gobierno a costes ocultos y a menudo más elevados que la financiación 
pública tradicional». La otra ironía es que desde la crisis financiera, los bancos e instituciones del Estado 
están en realidad prestando dinero a las PPP para, de nuevo, tomarlo prestado de ellas. 

A pesar del masivo esfuerzo de promoción, las PPP luchan por aportar poco más de una pequeña parte 
de la inversión en infraestructuras del mundo. La financiación pública sigue siendo de manera aplastante 
el modelo predominante en el mundo, ya que aporta más del 90 % de la inversión en infraestructuras. 

Y muchas PPP han sido un fracaso que ha costado caro. En Reino Unido, líder mundial en PPP, todas las 
PPP destinadas al transporte de Londres han expirado, lo que representa más del 25 % del valor de todas 
las PPP en Reino Unido. El resultado ha sido un ahorro considerable en el coste del préstamo y en eficiencia 
(PSIRU 2014B).
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Política 
del gasto público 
El presente informe ha revisado la función económica y social del gasto público y los servicios públicos, 

y el papel de la fiscalidad y el préstamo para la financiación de dicho gasto. Un gasto más elevado 
presenta ventajas a largo plazo para los servicios públicos en los países de ingresos altos y países en 

desarrollo. La recesión actual no fue originada de manera alguna por el gasto público. De hecho, es posible 
que un factor de la crisis económica fuera el intento por sustituir el motor económico del gasto público por 
una burbuja financiera, que ahora ha fracasado. El peligro es que las políticas de austeridad causarán un 
daño económico y social a largo plazo.  

El cambio en las políticas actuales depende de la actividad política. Los mecanismos del mercado no en-
tregan el nivel de servicios públicos que necesitan los países. Las decisiones que impulsan el desarrollo del 
gasto público o la imposición de la austeridad, son el resultado de los procesos políticos a nivel nacional e 
internacional. La creación de los Estados del bienestar y el desarrollo de los servicios públicos se han aso-
ciado a la elección de gobiernos socialdemócratas y a la independencia de los países en desarrollo, ambos 
apoyados por fuertes sindicatos. El intento por paralizar esta tendencia ha sido también de carácter político, 
dirigido por los gobiernos de Thatcher, Reagan y Pinochet en Reino Unido, EE UU y Chile respectivamente, 
y el Fondo Monetario Internacional (FMI), el Banco Mundial y la Unión Europea han aprobado y promocio-
nado estas políticas. 

Existe ahora un claro resurgimiento de las políticas socialdemócratas, especialmente en Latinoamérica y  
otros países en desarrollo, y una creciente resistencia política frente a las medidas de austeridad y desigual-
dad en Europa, Asia y Norteamérica. 

Por lo tanto, existe un combate político continuo con las instituciones internacionales sobre el futuro del 
gasto público. La dureza del mismo se puede ver en cifras. 

El gasto público debe elevarse por encima de los niveles existentes debido:
· Al crecimiento y desarrollo económicos de los países de ingresos medios y bajos;
· La necesidad de tratar el cambio climático solo añadirá a los niveles de gasto público en torno a un 1,5 

% del PIB;
· Las necesidades de las personas mayores en materia de pensiones y asistencia sanitaria (un 4.5 % extra 

del PIB); y
· Restablecer el crecimiento económico y reducir el desempleo requieren nuevos aumentos del gasto 

público.
Pero el FMI quiere que los niveles existentes de gasto público se reduzcan en una cuarta parte (en los 

países de ingresos altos) o en una décima parte (en los países en desarrollo).

 

Los resultados de estas y otras discusiones seguirán siendo cruciales en el futuro. Pero requieren de un 
importante esfuerzo político a nivel mundial para insistir en que el gasto público debería estar determinado 
por decisiones democráticas, según lo que convenga más económicamente, socialmente y para el medio 
ambiente.

Tabla 8.1: Objetivos del FMI para reducir el gasto público a nivel mundial 

Países de ingresos altos 
Países en desarrollo 

Gasto público principal (como % 
del PIB), 2007

35.8
24.5

 Ajuste medio reclamado por el 
FMI para 2030 (como % del PIB)

-8.70%
-2.75%

 Objetivos del FMI como propor-
ción del gasto público 

-24%
-11%

Fuente: FMI, 2010A
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